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PROYECTO DE LEY NUMERO ______ DE 2018 CÁMARA

“por medio de la cual se reforma parcialmente la Ley 685 de 2001, Código de Minas”


EL CONGRESO DE COLOMBIA


DECRETA:


ARTÍCULO 1. Fines de la actividad minera. La actividad minera debe propender por el desarrollo sostenible, en especial el principio de precaución, sin desmedro de derechos consagrados en la Constitución y los tratados de derechos humanos ratificados por Colombia.

ARTÍCULO 2. Principios de la actividad minera. La actividad minera se encuentra sujeta a los siguientes principios:

El desarrollo de la actividad minera en cualquiera de sus fases, deberá sujetarse a los principios consagrados en la Constitución Política y en los Tratados internacionales. 

1. Protección del medio ambiente: Es obligación del Estado velar por la de la diversidad de flora y fauna y su integridad, de la protección a los recursos y del valor de la dignidad humana como el fundamento de las relaciones entre los seres humanos y estos con la naturaleza y los seres sintientes. El Estado debe implementar medidas concretas y específicas para garantizar la protección del ambiente en el ejercicio de la actividad minera.
2. Precaución: Las autoridades ambientales y los particulares darán aplicación al principio de precaución conforme el cual, cuando exista peligro de daño grave e irreversible, la falta de certeza científica absoluta no deberá utilizarse como razón para postergar la adopción de medidas eficaces para impedir la degradación del medio ambiente.
3. Desarrollo sostenible: el ejercicio de la minería como actividad económica deberá realizarse teniendo en cuenta la conservación, sustitución y restauración del ambiente. 
4. Autonomía territorial: las entidades territoriales podrán gestionar autónomamente sus intereses en relación con la actividad minera con el respeto y la garantía de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad. 
5. Participación ciudadana: las personas y comunidades potencialmente afectadas por la actividad minera, tienen derecho a participar, activa y efectivamente, en la definición de los impactos ambientales, culturales y sociales de la minería. 
6. Coordinación, concurrencia y subsidiariedad: el ejercicio de competencias que implique a varias autoridades del orden nacional y territorial en cuanto a la actividad minera, deberá llevarse a cabo de forma armónica, complementaria y garantizando el objeto propio de los fines del Estado, sin que sea posible la exclusión de entidades que, en razón de la materia estén llamadas a participar. 
7. Transparencia: el Estado facilitará y fomentará el acceso a la información relacionada con la actividad minera. (Acuerdo Regional sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe)
8. Explotación racional: La actividad minera deberá realizarse satisfaciendo las necesidades del presente, sin comprometer los recursos para que las generaciones futuras puedan satisfacer las propias
9. Seguridad industrial: cualquier persona natural o jurídica, nacional o extranjera que decida ejercer la actividad minera, estará obligada a cumplir y demostrar el cumplimiento de las normas de salud y seguridad ocupacional en toda la actividad minera.

ARTÍCULO 3. Modifíquese el Artículo 1 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así: 

“Artículo 1°. Objetivos. El presente Código tiene como objetivos de interés público fomentar la exploración técnica y la explotación de los recursos mineros de propiedad estatal y privada; estimular estas actividades en orden a satisfacer los requerimientos de la demanda interna y externa de los mismos y a que su aprovechamiento se realice en forma armónica con los principios y normas de explotación racional de los recursos naturales no renovables y del ambiente, en especial el principio de precaución; regular la actividad minera dentro de un concepto integral de desarrollo sostenible y del fortalecimiento económico y social del país, respetando los principios consagrados en la Constitución Política y en los Tratados internacionales”.

ARTÍCULO 4. Modifíquese el Artículo 3 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 3°. Regulación completa. Las reglas y principios consagrados en este Código desarrollan los mandatos del artículo 25, 80, del parágrafo del artículo 330 y los artículos 332, 334, 360 y 361 de la Constitución Nacional, en relación con los recursos mineros. En consecuencia, las disposiciones civiles y comerciales que contemplen situaciones y fenómenos regulados por este Código, sólo tendrán aplicación en asuntos mineros, por remisión directa que a ellos se haga en este Código o por aplicación supletoria a falta de normas expresas.

Parágrafo. En todo caso, las autoridades administrativas a las que hace referencia este Código no podrán dejar de resolver, por deficiencias en la ley, los asuntos que se les propongan en el ámbito de su competencia. En este caso, acudirán a las normas de integración del derecho y a la Constitución Política”.

ARTÍCULO 5. Deróguese el Artículo 4 de la Ley 685 de 2001.

ARTÍCULO 6. Adiciónese el Artículo 10-1 a la Ley 685 de 2001, que establecerá: 

“Artículo 10-1. Clases de minería. Al momento de aplicar los dispositivos de la Ley 685 de 2001 y la presente Ley, las autoridades competentes adoptarán un enfoque diferenciado según los volúmenes de explotación minera los minerales explotados. El Ministerio de Minas y Energía definirá mediante reglamentación las características de cada clasificación.

a) La minería tradicional es aquella que se ha ejercido desde antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001, en un área específica en forma continua o discontinua, por personas naturales o grupos de personas naturales o asociaciones sin título minero inscrito en el Registro Minero Nacional, en yacimientos minerales de propiedad del Estado y que, por las características socioeconómicas de estas y la ubicación del yacimiento, constituyen para dichas comunidades la principal fuente de manutención y generación de ingresos.

b) Se entiende por minería de subsistencia la actividad minera desarrollada por personas naturales o grupo de personas que se dedican a la extracción y recolección a cielo abierto, de arenas y gravas de río destinadas a la industria de la construcción, arcillas, metales preciosos, piedras preciosas y semipreciosas, por medios y herramientas manuales, con bajos niveles de mecanización, que no incluye el uso de maquinaria 

En la minería de subsistencia se entienden incluidas las labores de barequeo y las de recolección de los minerales mencionados en este artículo que se encuentren presentes en los desechos de explotaciones mineras, independientemente del calificativo que estas últimas asuman en las diferentes zonas del territorio nacional. 

La minería de subsistencia que comprenda actividades subterráneas, se regirá por el artículo 248, numeral 2, en razón de seguridad y en atención a que su ejecución requiere la utilización de maquinaria o medios mecanizados prohibidos en la minería sin título minero. 

Los volúmenes máximos de producción en esta actividad se establecerán por el Ministerio de Minas y Energía con fundamento en datos estadísticos, recopilación de información y estudios técnicos que se realicen para el efecto.

La minería tradicional, de subsistencia, ocasional y el barequeo son las únicas modalidades de minería informal. 

Se entiende por minería a gran escala, en función de su extensión territorial, aquella que se desarrolla en un terreno superior a 5000 y menor o igual a 10000 hectáreas. Además, en función al volumen de producción mineral anual, se entiende por minería a gran escala, sin distinción al método de explotación, a la que supera las 100.000 toneladas.

Cuando las autoridades administrativas verifiquen el desarrollo de actividades mineras sin el cumplimiento de los requisitos de la presente ley, procederán a imponer las sanciones administrativas por minería ilegal. Si el infractor continúa o reincide con la actividad ilegal, subsidiariamente habrá lugar a la iniciación del proceso penal respectivo”.

ARTÍCULO 7. Deróguese el Artículo 13 de la Ley 685 de 2001.

ARTÍCULO 8. Modifíquese el Artículo 16 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así: 

“Artículo 16. Selección, concertación y adjudicación de títulos mineros. Los procesos contractuales encaminados a la celebración de contratos de concesión minera respetarán los principios de la contratación estatal consagrados en la Ley 80 de 1993, las normas complementarias, o las normas que la sustituyan. En virtud del principio de transparencia, los procesos contractuales garantizarán la selección objetiva del contratista. 

La primera solicitud o propuesta de concesión, mientras se halle en trámite, no confiere, por sí sola, frente al Estado, derecho a la celebración del contrato de concesión.

La Autoridad Minera, previo concepto de las autoridades ambientales y territoriales correspondientes, delimitará las áreas sobre las cuales se puede adelantar minería, con el objeto de otorgarlas en contrato de concesión a través de subasta pública a quien ofrezca mejores condiciones técnicas, económicas, sociales y ambientales para el aprovechamiento del recurso. Dentro de estos procesos, que se adelantarán por solicitud de asignación por parte de un privado o por iniciativa pública, la Autoridad Minera establecerá las contraprestaciones económicas, además de las regalías previstas por la ley, que los proponentes deban ofrecer.

En los casos de solicitud de asignación por parte de un privado, la autoridad minera, luego de estudiar la viabilidad de la propuesta, publicará, a través del catastro minero, el inicio de un proceso de subasta pública, sus términos, condiciones y plazos para que terceros que deseen competir en la subasta pública presenten sus propuestas.

La subasta se reglamentará de forma diferenciada de acuerdo a la clasificación de la minería señalada en el artículo 10-1. En los casos de subasta pública por iniciativa privada, cuando haya empate en la calificación obtenida por los distintos oferentes, el originador tendrá preferencia”.

La autoridad minera nacional deberá concertar con las autoridades locales con anterioridad al inicio de la subasta pública, las condiciones mínimas del proceso, con la finalidad de asegurar la articulación con la reglamentación de los usos del suelo establecidos en los instrumentos de planificación de ordenamiento territorial y asegurar la participación ciudadana. En el proceso de concertación se garantizará la participación ciudadana a través de las Alianzas para la prosperidad de las que trata el artículo 105 de la Ley 1757 de 2015 o a través de otros espacios e instancias de participación ciudadana que existan o se creen en el municipio.

ARTÍCULO 9. Selección objetiva en áreas de interés minero. Adiciónese el siguiente artículo a la Ley 685 de 2001, así:

“La Autoridad Minera en articulación con el Ministerio de Ambiente, y teniendo en cuenta los principios de esta ley, podrá delimitar áreas de interés minero que se encuentren libres, sobre las cuales, de conformidad con la información geológica existente, se puede adelantar un proyecto minero de importancia nacional o local o áreas sobre las cuales no se recibirán ni se otorgarán títulos mineros, pero se respetarán los existentes.

La delimitación de la que trata el presente artículo será reglamentada de manera previa y concertada por la Autoridad Minera con la autoridad ambiental y el ente territorial afectado, quien delegará un representante para el cumplimiento de este objetivo, garantizando el derecho a la consulta previa y la participación ciudadana”. 

Para las áreas de interés minero que se encuentren libres y con el objeto de otorgarlas en contrato de concesión a través de un proceso de selección objetiva, a quien ofrezca mejores condiciones técnicas, económicas, sociales y ambientales para el aprovechamiento del recurso. Dentro de estos procesos la Autoridad Minera establecerá las contraprestaciones económicas, además de las regalías previstas por la ley, que los proponentes deban ofrecer. La Autoridad Minera señalará el procedimiento general, así como las condiciones y requisitos para escoger al titular minero en cada caso. A través del catastro minero se informará a los interesados sobre las concesiones a licitar de que habla el presente artículo.

Las empresas y personas naturales incursas en causales de incumplimiento de obligaciones derivadas de cualquier contrato de concesión minera, incluidos los incumplimientos de obligaciones ambientales, declarado el incumplimiento por la Autoridad competente, estarán inhabilitadas para competir en los contratos mineros, de que trata este artículo.

ARTICULO 10. Adiciónese el artículo 31-1 a la Ley 685 de 2001. 

“El Ministerio de Minas y Energía actualizará e implementará dentro de los dos (2) años siguientes a la vigencia de la presente ley, el Plan Nacional de Ordenamiento Minero. En cuya elaboración y adopción deberá tener en cuenta las políticas, normas, determinantes y directrices establecidas en materia ambiental y de ordenamiento del territorio, expedidas por el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible.

El plan Nacional de Ordenamiento Minero se deberá coordinar con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, e incluirá un análisis ambiental del territorio”.

El Ministerio de Minas y Energía expedirá cada 8 años el Plan Nacional de Ordenamiento Minero que deberá contar con la participación del Consejo de Política Minera”.

ARTÍCULO 11. Modifíquese el Artículo 34 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 34. Zonas excluibles de la minería. No podrán ejecutarse trabajos y obras de exploración o explotación mineras en zonas declaradas y delimitadas por la autoridad ambiental conforme a la normatividad vigente. 

Las zonas de exclusión mencionadas, las que han sido constituidas, y las que se constituyan, como áreas que integran el sistema de parques nacionales naturales, parques naturales de carácter regional, zonas de reserva forestal protectora y demás zonas de reserva forestal, ecosistemas de páramo, humedales, los yacimientos arqueológicos, las zonas de pueblos no contactados y en aislamiento voluntario y las áreas estratégicas para la conservación del recurso hídrico. Estas zonas para producir estos efectos, deberán ser delimitadas por las autoridades competentes con base en estudios técnicos, sociales y ambientales.

Las entidades territoriales por decisión popular o de sus autoridades podrán declarar zonas como excluibles de la minería. Estas decisiones deberán ser acatadas por autoridades nacionales y territoriales.

ARTÍCULO 12. Deróguese el Artículo 51 de la Ley 685 de 2001

ARTÍCULO 13. Modifíquese el Artículo 59 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así

“Artículo 59. Obligaciones. El concesionario está obligado en el ejercicio de su derecho, a dar cabal cumplimiento a las obligaciones de carácter legal, técnico, operativo, ambiental y social, que expresamente le señala este Código. Ninguna autoridad podrá imponerle otras obligaciones, ni señalarle requisitos de forma o de fondo adicionales o que, de alguna manera, condicionen, demoren o hagan más gravoso su cumplimiento.

ARTÍCULO 14. Adiciónese al Artículo 78 de la Ley 685 de 2001 el siguiente inciso:

Cuando se realicen por métodos de subsuelo, los trabajos de exploración requerirán licencia ambiental. Para este licenciamiento las autoridades competentes garantizarán la participación activa y eficaz de las autoridades municipales concernidas, las comunidades y la ciudadanía.”.

ARTÍCULO 15. Modifíquese el Artículo 89 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así

“Artículo 89. Características. Las construcciones, instalaciones y montajes mineros deberán tener las características, dimensiones y calidades señaladas en el Programa de Trabajos y Obras aprobado. Sin embargo, el concesionario podrá, durante su ejecución, hacer los cambios y adiciones que sean necesarios, siempre que no impliquen una afectación al medio ambiente diferente a la establecida en el estudio de impacto ambiental. Las autoridades minera y ambiental deberán ser informadas previamente de tales cambios y adiciones.

Si los cambios implican impactos ambientales adicionales, el concesionario deberá incluirlo en la Licencia Ambiental, previo a la ejecución de los nuevos trabajos u obras.

ARTÍCULO 16. Modifíquese el Artículo 94 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así

“Artículo 94. Explotación anticipada. Si el concesionario optare por iniciar una explotación anticipada, utilizando obras, instalaciones y equipos provisionales, o las partes disponibles de las obras e instalaciones definitivas, deberá presentar un Programa de Trabajos y Obras anticipado, una descripción abreviada de los montajes que vaya a utilizar y dar aviso de la iniciación de dicha explotación. Todo, sin perjuicio de tener oportunamente establecidas las obras e instalaciones definitivas y contar con la aprobación del Estudio de Impacto Ambiental y la expedición de la Licencia Ambiental.”
 
ARTÍCULO 17. Adiciónese al Artículo 112 de la Ley 685 de 2001 el literal k y l:

k)	Por evasión de impuestos o regalías.

l) Cuando empresas o personas naturales en ejercicio de actividades mineras, contraten a personas menores de 18 años para desempeñarse en labores de minería tanto de cielo abierto como subterráneas.

ARTÍCULO 18. Adiciónese al artículo 122 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 122. Zonas Mineras Indígenas. La autoridad minera señalará y delimitará, con base en estudios técnicos y sociales, dentro de los territorios indígenas, zonas mineras indígenas en las cuales la exploración y explotación del suelo y subsuelo mineros deberán ajustarse a las disposiciones especiales del presente Capítulo sobre protección y participación de las comunidades y grupos indígenas asentados en dichos territorios.

Toda solicitud de exploración y explotación de minerales dentro de las zonas mineras indígenas deberá surtir el procedimiento de consulta previa, libre e informada ante las mismas comunidades previsto en las normas respectivas. El derecho de prelación de las comunidades no constituye justificación para omitir la consulta previa.

En caso de acuerdo, las estipulaciones serán incluidas como parte de las obligaciones contractuales.

En todos los casos, las propuestas deben dar aplicación al derecho fundamental a la consulta previa y al consentimiento libre, previo e informado de las comunidades indígenas.

Cuando mediante otrosí al contrato de concesión se modifiquen aspectos que puedan afectar a las comunidades indígenas, la consulta previa deberá surtirse nuevamente pero solo respecto a los cambios. 

ARTÍCULO 19. Modifíquese el Artículo 129 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 129. Participación económica. Los municipios que perciban regalías o participaciones provenientes de explotaciones mineras ubicadas en los territorios indígenas o propiedad colectiva de una comunidad negra de que trata el artículo 123 y 130, deberán destinar los correspondientes ingresos a obras y servicios que beneficien directamente a las comunidades y grupos aborígenes asentados en tales territorios”.

ARTÍCULO 20. Sustitúyase el Artículo 159 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 159. Exploración y explotación ilícita. La exploración o explotación ilícita de yacimientos mineros, se configura cuando, salvo en los casos de minería por barequeo desarrollada por personas debidamente registradas en los términos del artículo 156, se realicen trabajos de exploración, extracción o captación de minerales de propiedad nacional o de propiedad privada, sin el correspondiente título minero vigente, licencia ambiental o su equivalente, o sin la autorización del titular de dicha propiedad. 

La puesta en conocimiento a la autoridad correspondiente, ya sea por denuncia o de oficio, de la actividad ilícita dará lugar al inicio de un procedimiento sancionatorio administrativo en los términos de la Ley 1437 de 2011 aplicando las sanciones contempladas en la Ley 1333 de 2009 o la que la modifique.

El incumplimiento de las sanciones administrativas o la reincidencia en las actividades que conllevaron a la imposición de la sanción, dará lugar a ejercer la acción penal por lo contemplado en el artículo 338 del Código Penal.”

ARTÍCULO 21. Modifíquese el Artículo 160 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 160. Aprovechamiento ilícito. El aprovechamiento ilícito de recursos mineros consiste, salvo en los casos de minería por barequeo desarrollada por personas debidamente registradas en los términos del artículo 156, en el beneficio, comercio o adquisición, a cualquier título, de minerales extraídos de áreas no amparadas por un título minero. 

La puesta en conocimiento a la autoridad correspondiente, ya sea por denuncia o de oficio, de la actividad ilícita dará lugar al inicio de un procedimiento sancionatorio administrativo en los términos de la Ley 1437 de 2011 aplicando las sanciones contempladas en la Ley 1333 de 2009 o en la que la modifique.

El incumplimiento de las sanciones administrativas o la reincidencia en las actividades que conllevaron a la imposición de la sanción, dará lugar a ejercer la acción penal por lo contemplado en el artículo 338 del Código Penal.”

ARTÍCULO 22. Modifíquese el Artículo 165 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 165. Legalización de la minería tradicional. Los grupos o asociaciones de minería tradicional, que exploten minas de propiedad estatal sin título inscrito en el Registro Minero Nacional o el que haga sus veces, deberán iniciar el proceso de formalización so pena de ser requeridos por la autoridad minera o sus delegados, por una sola vez, para que en el término de 30 días calendario siguientes a la notificación, demuestren su condición de grupo o asociación de minería tradicional, acreditando que los trabajos mineros se vienen adelantando en forma continua o discontinua desde antes de la vigencia de la Ley 685 de 2001 mediante documentación comercial y técnica. De no demostrarse la condición, se entenderá que la actividad es ilegal y se procederá con las sanciones correspondientes. 

Demostrada la condición, la autoridad minera iniciará de oficio el proceso de formalización para que la mina o minas correspondientes les sean otorgadas en concesión, ordenándole al grupo o asociación el cumplimiento delos requisitos de fondo y de forma y siempre que el área solicitada se hallare libre para contratar. Mientras el proceso no sea resuelto por la autoridad minera, no habrá lugar a proceder, respecto de los interesados, mediante las medidas previstas en los artículos 161 y 306, ni a proseguirles las acciones penales señaladas en los artículos 159 y 160 de este Código.

Si el área no se hallare libre por la existencia de una propuesta de contrato de concesión y se presentare una solicitud de legalización en los términos de este artículo, se continuará el trámite de la propuesta, y en caso de llegar a ser contrato de concesión, la Autoridad Minera procederá de acuerdo a lo señalado en el último inciso del presente artículo. Si la solicitud de propuesta de contrato de concesión se rechaza, se tendrá como primera opción para continuar el trámite, la solicitud de legalización.

Si el área solicitada se encuentra ocupada por una concesión, y siempre que el grupo o asociación demuestre una antigüedad mayor a la que tiene la concesión, se procederá a verificar las condiciones de cumplimiento de las obligaciones del titular minero y en caso de hallarse en causal de caducidad se tendrá como primera opción para continuar el trámite la solicitud de legalización debidamente presentada, una vez caducado el contrato.

En el evento en que el titular se encuentre al día en sus obligaciones, la Autoridad Minera mediará entre las partes para que lleguen a acuerdos, como la suscripción de Contratos de Asociación y Operación debidamente Inscritos en el Registro Minero Nacional previstos en el artículo 221 del presente Código, entre otros, que permitan la explotación por parte de los grupos o asociaciones. Para llegar las partes a estos acuerdos tendrán un plazo de seis (6) meses, contados a partir de la solicitud del minero tradicional.

En caso de no llegar a un acuerdo entre las partes una vez terminado el plazo, se deberán establecer mecanismos de resolución de conflictos”.

ARTÍCULO 23. Deróguense los artículos 186 a 193 de la Ley 685 de 2001

ARTÍCULO 24. Modifíquese el Artículo 197 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 197. Constitución y ejercicio del derecho. La celebración y perfeccionamiento del contrato de concesión y su inscripción en el Registro Minero Nacional, se regulan por las disposiciones de este Código. Para la ejecución de dicho contrato, será necesario cumplir con los requisitos y condiciones de orden ambiental.

ARTÍCULO 25. Modifíquese el Artículo 199 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 199. Adopción de términos y guías. La autoridad ambiental, en coordinación con la autoridad minera [1], deberá adoptar términos de referencia normalizados, aplicables en la elaboración, presentación y aprobación de los estudios de orden ambiental para el sector de la minería, así como la expedición de guías técnicas para adelantar la gestión ambiental en los proyectos mineros, y procedimientos de seguimiento y evaluación para el ejercicio de la fiscalización. 

Tales términos, guías y procedimientos tendrán como objeto facilitar y agilizar las actuaciones de las autoridades y de los particulares. La no sujeción a ellos, en cuestiones simplemente formales, no dará lugar al rechazo o dilación de la correspondiente solicitud, estudio o decisión”.

ARTÍCULO 26. Modifíquese el Artículo 204 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 204. Estudio de Impacto Ambiental. Se requerirá Licencia Ambiental para las fases de exploración y explotación mineras. Con el Programa de exploración el interesado presentará un Estudio Ambiental para esta fase. Con el Programa de Obras y Trabajos Mineros que resultare de la exploración, el interesado presentará, el Estudio de Impacto Ambiental de su proyecto minero. Este estudio contendrá los elementos, informaciones, datos y recomendaciones que se requieran para describir y caracterizar el medio físico, social y económico del lugar o región de las obras y trabajos de explotación; los impactos de dichas obras y trabajos con su correspondiente evaluación; los planes de prevención, mitigación, corrección y compensación de esos impactos; las medidas específicas que se aplicarán para el abandono y cierre de los frentes de trabajo y su plan de manejo de los pasivos ambientales; las inversiones necesarias y los sistemas de seguimiento de las mencionadas medidas se ajustará a los términos de referencia y guías ambientales previamente adoptadas por la autoridad ambiental en concordancia con el artículo 199 del presente Código.

Parágrafo 1: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá en los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de la Ley los términos de referencia para los estudios ambientales en la fase exploratoria, de acuerdo con el tamaño del área solicitada y los minerales requeridos. 

Parágrafo 2: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, articulado con la Autoridad Nacional de Licencias Ambiental de Licencias Ambientales y las Corporaciones Autónomas Regionales, ajustará los términos de Referencia de los Estudios de Impacto Ambiental para la fase de explotación, de acuerdo con el volumen de explotación y el tipo de mineral a ser explotado. 

Parágrafo 3: Cuando el proyecto sea de minería a gran escala, el Estudio de Impacto ambiental deberá incluir una licencia social. Las obligaciones resultantes se incluirán en el contrato de concesión.

Parágrafo 4: El gobierno nacional reglamentará la licencia social y el plan de manejo de los pasivos ambientales, en un término de 2 años contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley.

ARTÍCULO 27. Modifíquese el Artículo 205 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 205. Licencia ambiental. Con base en el Estudio de Impacto Ambiental la autoridad competente otorgará o no la Licencia Ambiental para la exploración, [1] la construcción, el montaje, la explotación objeto del contrato y el beneficio y para las labores adicionales de exploración durante la etapa de explotación. 

Parágrafo: El Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible expedirá los términos de referencia para la evaluación del Estudio de Impacto Ambiental que se debe presentar para la obtención de la Licencia Ambiental de exploración minera.

ARTÍCULO 28. Modifíquese el Artículo 207 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 207. Clase de licencia. La Licencia Ambiental para las obras y trabajos del concesionario se otorgará para la exploración, la construcción, montaje, explotación, beneficio y transporte interno de los correspondientes minerales. La Licencia Ambiental comprenderá los permisos, autorizaciones y concesiones de carácter ambiental para hacer uso de los recursos necesarios en el proyecto minero. La vigencia de dichos permisos y concesiones será igual a la de la Licencia Ambiental.”

ARTÍCULO 29. Deróguese el artículo 216 de la Ley 685 de 2011

ARTÍCULO 30. Modifíquese el artículo 224 de la Ley 685 de 2011, el cual quedará así:

Artículo 224. Prerrogativas especiales. Las organizaciones solidarias mineras y las asociaciones comunitarias de mineros gozarán, entre otras, de las siguientes prerrogativas especiales por parte de las entidades públicas nacionales del sector minero:

1. Prelación en los programas de asistencia técnica y de capacitación dirigidos al sector minero.

2. Programas de créditos especiales.

3. Derechos, exenciones y prerrogativas que se hayan establecido o que se establezcan a favor de las entidades solidarias que desarrollen actividades mineras.

4. Apoyo y asistencia técnica, jurídica, financiera y de capacitación empresarial, para el desarrollo de proyectos de integración de áreas mineras.

5. Prelación en la adquisición de títulos, siempre que se cumplan con los demás requisitos establecidos en esta Ley, de minería de menor escala. 

ARTÍCULO 31. Modifíquese el Artículo 227 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así: 

“Artículo 227. La Regalía. De conformidad con los artículos 58, 332 y 360 de la Constitución Política, toda explotación de recursos naturales no renovables de propiedad estatal genera una regalía como contraprestación obligatoria. Esta consiste en un porcentaje progresivo y proporcional al crecimiento de los precios del producto bruto explotado objeto del título minero y sus subproductos, calculado o medido al borde o en boca de mina, pagadero en dinero o en especie. En todo caso, en los términos del artículo 15 de la Ley 1530 de 2012, las autoridades competentes señalarán, mediante actos administrativos de carácter general, los términos y condiciones para la determinación de los precios base de liquidación de las regalías y compensaciones producto de la explotación de los recursos naturales no renovables, sin perjuicio de lo pactado en los contratos vigentes a la fecha de promulgación de la presente ley. También causará regalía la captación de minerales provenientes de medios o fuentes naturales que técnicamente se consideren minas.

En el caso de propietarios privados del subsuelo, estos pagarán no menos del 0.4% del valor de la producción calculado o medido al borde o en boca de mina, pagadero en dinero o en especie. Estos recursos se recaudarán y distribuirán de conformidad con lo dispuesto en la Ley 141 de 1994. El Gobierno reglamentará lo pertinente a la materia.”

La Autoridad Minera deberá verificar que lo reportado por el titular minero refleje lo explotado.

ARTÍCULO 32. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 141 de 1994, el cual quedará así:

“Artículo 16. Establézcase como regalía por la explotación de recursos naturales no renovables de propiedad nacional, sobre el valor de la producción en boca o borde de mina o pozo, según corresponda, el porcentaje que resulte de aplicar la siguiente tabla:

Carbón (explotación mayor a 3 millones de toneladas anuales): 12%

Carbón (explotación menor a 3 millones de toneladas anuales): 7%

Níquel: 14%

Hierro y cobre: 6%

Oro y plata: 6%

Oro de aluvión en contratos de concesión: 8%

Platino: 6%

Sal: 14%

Calizas, yesos, arcillas y grava: 1,5%

Minerales radioactivos: 12%

Minerales metálicos: 7%

Minerales no metálicos: 4%

Materiales de construcción: 1,5%

Establécese como regalía por la explotación de hidrocarburos de propiedad nacional sobre el valor de la producción en boca de pozo, el porcentaje que resulte de aplicar la siguiente escala:

Producción diaria promedio mes
Porcentaje
Para una producción igual o menor a 5 KBPD
10%
Para una producción mayor a 5 KBPD e inferior o igual a 125 KBPD
X%
Donde X = 8 + (producción KBPD - 5 KBPD)* (0.15)
Para una producción mayor a 125 KBPD e inferior o igual a 400 KBPD
25%
Para una producción mayor a 400 KBPD
e inferior o igual a 600 KBPD
Y%
Donde Y = 20 + (Producción KBPD - 400 KBPD)* (0.030)
Para una producción mayor a 600 KBPD
30%

Parágrafo 1°. Para todos los efectos, se entiende por "producción KBPD" la producción diaria promedio mes de un campo, expresada en miles de barriles por día. Para el cálculo de las regalías aplicadas a la explotación de hidrocarburos gaseosos, se aplicará la siguiente equivalencia:

Un (1) barril de petróleo equivale a cinco mil setecientos (5.700) pies cúbicos de gas.

El régimen de regalías para proyectos de explotación de gas quedará así:

Para explotación en campos ubicados en tierra firme y costa afuera hasta a una profundidad inferior o igual a mil (1.000) pies, se aplicará el ochenta por ciento (80%) de las regalías equivalentes para la explotación de crudo; para explotación en campos ubicados costa afuera a una profundidad superior a mil (1.000) pies, se aplicará una regalía del sesenta por ciento (60%) de las regalías equivalentes a la explotación de crudo.

Parágrafo 2°. La presente norma se aplicará para los nuevos descubrimientos de hidrocarburos de conformidad con el artículo 2º de la Ley 97 de 1993, o las normas que la complementen, sustituyen o deroguen, que sean realizados con posterioridad a la fecha de promulgación de la presente ley.

Parágrafo 3°. Igualmente se aplicará esta disposición a la producción incremental proveniente de los contratos de producción incremental aprobados previamente por el Ministerio de Minas y Energía y a los campos descubiertos no desarrollados. Se entenderá por producción incremental a aquella proveniente de los contratos firmados por Ecopetrol con terceros que tengan como objeto obtener de los campos ya existentes, nuevas reservas provenientes de nuevas inversiones orientadas a la aplicación de tecnologías, para el recobro mejorado en el subsuelo que aumenten el factor de recobro de los yacimientos, o para adición de nuevas reservas. También se entenderá por producción incremental los proyectos adelantados por Ecopetrol con los mismos propósitos.

Parágrafo 4°. Del porcentaje por regalías y compensaciones pactadas en el contrato vigente para la explotación del níquel en Cerromatoso, municipio de Montelíbano, se aplicará el primer cuatro por ciento (4%) a regalías y el cuatro por ciento (4%) restante a compensaciones. Para los contratos futuros o prórrogas, si las hubiere, se aplicará el porcentaje de regalías establecido en este artículo y se distribuirá de la siguiente manera: El siete por ciento (7%) a título de regalías y el cinco por ciento (5%) restante, a compensaciones.

Parágrafo 5°. En el contrato de asociación entre Carbocol e Intercor, la regalía legal será de un quince por ciento (15%) a cargo de Intercor o de la empresa adquirente de sus acciones, conforme a lo estipulado por dicho contrato, la cual se distribuirá según lo establecido en el artículo 32 de la presente ley. En el evento en que la empresa Carbocol sea liquidada, privatizada o sea objeto de un proceso de capitalización privada, la entidad que adquiera los derechos de dicha empresa deberá pagar un diez por ciento (10%) sobre el valor de la producción en boca de mina, el cual se liquidará así: el primer cinco por ciento (5%) se aplicarán como regalías y se distribuirán en los términos del artículo 32 de la presente ley; el cinco por ciento (5%) restante se aplicarán como compensaciones que se distribuirán así: un cincuenta por ciento (50%) para la Corporación Autónoma Regional en cuyo territorio se efectúen las explotaciones; un veinticinco por ciento (25%) para la región administrativa de planificación o la región como entidad territorial a la que pertenezca el departamento respectivo, y un veinticinco por ciento (25%) para los municipios productores de carbón del mismo departamento. La liquidación, recaudo y distribución de estas regalías y compensaciones corresponde al Ministerio de Minas y Energía o a la entidad que éste delegue.

Mientras se crea la Región Administrativa de Planificación o la región como entidad territorial, los recursos asignados a ella serán administrados y ejecutados por la Corporación Autónoma Regional en cuyo territorio se efectúan las explotaciones.

Parágrafo 6°. El impuesto estipulado en los contratos o licencias vigentes para la explotación de carbón será sustituido por una regalía cuyo monto equivaldrá al de dicho tributo, a cargo del contratista, concesionario o explotador.

Parágrafo 7°. En los casos en los cuales opere la integración de títulos mineros de pequeña minería antes del 31 de diciembre del año 2005, los titulares de dicha integración estarán obligados a pagar durante los veinticinco (25) años siguientes a la fecha de la misma, el treinta por ciento (30%) del porcentaje total de regalías y compensaciones a que están obligados por aplicación de esta ley.

Parágrafo 8°. Para efectos de liquidar las regalías por la explotación de minas de sal se tomará el precio de realización del producto, neto de fletes y costos de procesamiento. Se tomará por precio de realización, el precio de venta de la Concesión Salinas o de la empresa que haga sus veces.

Parágrafo 9°. El valor de gramo oro, plata y platino en boca de mina para liquidar las regalías, será del ochenta por ciento (80%) del precio internacional promedio del último mes, publicado por la bolsa de metales de Londres en su versión Pasado Meridiano.

Parágrafo 10. Para la explotación de hidrocarburos pesados de una gravedad API igual o menor a quince grados (15º), las regalías serán del setenta y cinco por ciento (75%) de la regalía aplicada para hidrocarburos livianos y semilivianos. Esta disposición se aplicará a la producción proveniente de nuevos descubrimientos, contratos de producción incremental o a los campos descubiertos no desarrollados.”

ARTÍCULO 33. Modifíquese el Artículo 231 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 231. Tributación. La exploración y explotación mineras, los minerales que se obtengan en boca o al borde de mina, las maquinarias, equipos y demás elementos que se necesiten para dichas actividades y para su acopio y beneficio, estarán gravados con impuestos departamentales y municipales, directos o indirectos.”

ARTÍCULO 34. Deróguese el artículo 233 de la Ley 685 de 2001.

ARTÍCULO 35. Modifíquese el Artículo 269 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 269. Notificaciones. La notificación de las providencias se hará por estado que se fijará por un término de cinco (5) días hábiles en las dependencias de la autoridad minera o se hará por correo electrónico. Habrá notificación personal de las que rechacen la propuesta o resuelvan las oposiciones y de las que dispongan la comparecencia o intervención de terceros. Si no fuere posible la notificación personal, se enviará un mensaje a la residencia o negocio del compareciente si fueren conocidos y si pasados tres (3) días después de su entrega, no concurriere a notificarse, se hará su emplazamiento por edicto que se fijará en lugar público por cinco (5) días. En la notificación personal o por edicto, se informará al notificado de los recursos a que tiene derecho por la vía gubernativa y del término para interponerlos”.

Parágrafo: las notificaciones por correo electrónico se harán teniendo en cuenta lo contemplado en el artículo 56 de la Ley 1437 de 2011.

ARTÍCULO 36. Adiciónese el Artículo 289-1 a la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

“Artículo 289-1. Causales de nulidad absoluta. Son causales de nulidad absoluta del contrato, además de las contempladas en el artículo 44 de la Ley 80 de 1993 las siguientes:
 
a) Por violación a la Constitución Política o a los derechos humanos. 
b) Cuando se declare judicialmente la existencia de nexos entre el titular del contrato y grupos al margen de la ley. 
c) Cuando así lo declare el Juez de restitución de tierras.

ARTÍCULO 37. Modifíquese el artículo 290 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

Artículo 290. Acciones ambientales y sociales de nulidad. La acción de nulidad contra el acto que otorgue la Licencia Ambiental o la licencia social para la exploración, la construcción, el montaje y la explotación de minas, podrá ser ejercitada en cualquier tiempo y por cualquier persona, sin necesidad de acreditar interés directo, o por el Ministerio Público, si las condiciones, modalidades y especificaciones de dicho acto afecten o pudieran afectar el medio ambiente o los recursos naturales renovables.

ARTÍCULO 38. Deróguese el artículo 292 de la Ley 685 de 2001:

ARTÍCULO 39. Adicionase al artículo 325 de la Ley 685 de 2001, Código de Minas con los siguientes incisos:

La Autoridad Minera cobrará los servicios de fiscalización y seguimiento a los títulos mineros. Los costos que por concepto de cobro de los citados servicios sean cobrados por la Autoridad Minera ingresarán a la subcuenta especial creada para el efecto por la Autoridad Minera y que se denominará, Fondo de Fiscalización Minera.

La tarifa de cobro será de acuerdo con los parámetros señalados en el inciso segundo del presente artículo. La tarifa incluirá el valor de los honorarios profesionales requeridos para la realización de la tarea propuesta, el valor total de los viáticos y gastos de viaje de los profesionales que se ocasionen para el seguimiento de los títulos mineros, sin importar la fase en la que se encuentra.

La Autoridad Minera prestará los servicios de fiscalización y seguimiento a los títulos mineros a que hace referencia el presente artículo a través de funcionarios o contratistas.

ARTÍCULO 40. Adiciónese el literal j) al Artículo 332 de la Ley 685 de 2001 el cual quedará así:

j)	Las reservas especiales de que trata el artículo 31 del presente Código. 

ARTÍCULO 41. Catastro Minero. Adiciónese el siguiente artículo a la Ley 685 de 2001, así:

“El Gobierno Nacional en coordinación con las autoridades locales, administrará el Catastro Minero. En él se debe incluir, como mínimo, la siguiente información: 

1.	Los procedimientos requeridos para el trámite de nuevos títulos mineros
2.	La fase en la que se encuentra el proyecto
3.	Información sobre quien detenta el título minero y de los beneficiarios reales del mismo
4.	Información sobre la licencia ambiental respectiva
5.	La explotación efectuada en cada mina, incluyendo medios de explotación y medidas de mitigación de los impactos ambientales.
6.	Aspectos geológicos de la mina.
7.	Las regalías canceladas al Estado por la explotación de minas 
8.	Los tributos cancelados por la explotación de la mina
9.	La fecha en la que se termina cada contrato de concesión minera, incluyendo sus prórrogas 
10.	Caracterización del ecosistema en el que se encuentre la mina 
11.	Caracterización social del territorio en el que se encuentre la mina.
12. 	Georeferenciación de las solicitudes y concesiones de títulos mineros.

La información del Catastro Minero será actualizada semestralmente”. 

ARTÍCULO 42: Modifíquese el artículo 336 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

“Sistema Nacional de Información Minera. El Gobierno establecerá un Sistema de Información Minera sobre todos los aspectos relacionados con el conocimiento de la riqueza del subsuelo en el territorio nacional y los espacios marítimos jurisdiccionales, sobre la industria minera en general y sus impactos sociales, económicos y ambientales. Para ello se diseñarán los mecanismos que permitan la coordinación necesaria entre los organismos públicos y privados especializados en investigación geológica-minera que conduzcan a la obtención de los objetivos señalados en el presente Capítulo.”

ARTÍCULO 43: Adiciónese al artículo 337 de la Ley 685 de 2001, el numeral 7, el cual quedará así:

7.	Compilar las medidas adoptadas, nacional e internacionalmente, para mitigar los impactos sociales, económicos y ambientales derivados de las actividades mineras”

ARTÍCULO 44: Modifíquese el artículo 343 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

“El Consejo Asesor de Política Minera estará integrado de la siguiente manera:

1. El Ministro de Minas y Energía o su delegado, quien lo presidirá. 
2. El Ministro del Interior o su delegado
3. El Ministro del Medio Ambiente o su delegado.
4. Dos representantes del sector empresarial minero.
5. Dos representantes de las asociaciones comunitarias de mineros definido en el capítulo XXIV de la Ley 685 de 2001
6. Un representante de los Gobernadores
7. Un representante de los alcaldes
8. Un representante de las comunidades indígenas
9. Un representante de las comunidades negras y/ afrodescendientes
10. Un representante de las Asambleas Departamentales 
11. Un representante de los Concejos Municipales
12. Un representante del campesinado 
13. Un representante del sector académico
14. Un representante de organizaciones sociales
15. Una representante de organizaciones o redes de mujeres

ARTÍCULO 45: Modifíquese el numeral 7 del artículo 344 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

7.	Servir de espacio de coordinación interinstitucional, entre la Nación y las Entidades Territoriales.

ARTÍCULO 46: Modifíquese el artículo 345 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

“La Secretaría Técnica del Consejo Asesor de Política y Normatividad Minera será ejercida por el Viceministro de Minas. Las funciones de la Secretaría Técnica, serán las siguientes: 

1. Actuar como Secretario en las reuniones del Consejo y de sus comisiones.
2. Convocar a las sesiones del Consejo conforme al reglamento y a las instrucciones impartidas por su presidente.
3. Presentar al Consejo los informes, estudios y documentos que deban ser examinados.
4. Las demás que el Consejo le asigne.”

Artículo 47. Modifíquese el artículo 346 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

Delegación y elección. La participación del Ministro de Minas y Energía en el Consejo Asesor de Política Minera es indelegable.

La elección de los miembros del Consejo se hará para períodos de dos (2) años, con posibilidad de reelección de sus integrantes.

Artículo 48. Modifíquese el artículo 347 de la Ley 685 de 2001, el cual quedará así:

Sesiones del Consejo. El Consejo deberá reunirse por lo menos una vez cada seis meses.

A las sesiones del Consejo Asesor de Política Minera podrán ser invitados, con voz, pero sin voto, los funcionarios públicos y los particulares que el Consejo considere conveniente, para la ilustración de los temas en los cuales éste deba tomar decisiones y formular recomendaciones.
 
ARTÍCULO 49. Adiciónese el siguiente artículo a la Ley 685 de 2001, así:

“Sin perjuicio de lo contemplado por el artículo 33 de la Ley 136 de 1994, cuando el desarrollo de proyectos mineros implique un cambio en el uso del suelo del municipio, se procederá, respetando el procedimiento y los principios establecidos en la Ley 338 de 1997, a la revisión del plan de ordenamiento territorial. En dicho proceso de revisión podrá intervenir la autoridad minera correspondiente”. 

ARTÍCULO 50. Adiciónese el siguiente artículo a la Ley 685 de 2001, así:

“Los compromisos o acuerdos sociales que haya adquirido expresamente el proponente o concesionario, antes o durante el término de ejecución del contrato de concesión minera, se entenderán pactados como cláusulas del mismo”. 

ARTÍCULO 51. Vigencia y Derogatorias. La presente ley rige a partir de la fecha de su publicación y deroga los artículos 190, 191, 203, 211, 213, 215, 233, 282, 292, 298 y 316 de la Ley 685 del 2001 Código de Minas.

De los Honorables Congresistas,






	





	
	

	





	
	

	





	
	






	




	
	

	





	
	

	





	
	

	





	
	

	





	
	

	





	
	





EXPOSICION DE MOTIVOS.

1. Antecedentes.

El Proyecto de Ley, que se pone a consideración intenta cumplir la orden de la Honorable Corte Constitucional que en sentencia C-366 de 2011 declaró inexequible la Ley 1382 de 2010, y que concedió un “término prudencial […] para que tanto por el impulso del Gobierno, como del Congreso de la República y dentro de sus competencias, den curso a las medidas legislativas dirigidas a la reforma del Código de Minas, previo el agotamiento de un procedimiento de consulta previa a las comunidades indígenas y afrocolombianas”.

En tal sentido, como Congresistas de diferentes Partidos Políticos, y con el apoyo técnico de organizaciones como Foro Nacional por Colombia, el Fondo Mundial para la Naturaleza (WWF) y el Instituto para la Gobernanza de los Recursos Naturales (NRGI), trabajamos una propuesta para reformar el Código de Minas.

El ejercicio que venimos trabajando desde hace más de un año, es el resultado de la revisión detallada de un conjunto de estudios realizados por entidades gubernamentales como la Contraloría General de la República, el Ministerio de Minas y Energía, el Departamento Administrativo de Planeación Nacional y la Unidad de Planeación Minero Energética - UPME, organizaciones de la sociedad civil como Foro Nacional por Colombia, el sector académico a través de los estudios desarrollados por la Universidad Externado de Colombia, y grupos especializados que reúnen empresarios, expertos y autoridades como el Grupo de Diálogo sobre Minería en Colombia - GDIAM.

Adicional a esto, se realizaron foros regionales para recoger las inquietudes y propuestas de las comunidades de las zonas mineras del país, realizados en Bogotá, Quibdó, Medellín, Remedios (Antioquia) y Manizales en el intento de construir un diálogo amplio que nos permitiera desarrollar una propuesta conveniente para el país, para sus habitantes, las personas que practican la minería y las empresas que se dedican a esta actividad.
 
Por supuesto, ese diálogo con comunidades tan disímiles y con tantos intereses en juego no ha sido un proceso sencillo, y menos cuando se trata de llegar a acuerdos y consensos. Sin embargo, creemos que ellos son necesarios si lo que se busca es establecer unos instrumentos jurídicos que permitan el desarrollo de una minería sostenible y responsable. 


2. Antecedentes Normativos del Proyecto de Ley.

Si bien la minería ha sido una actividad tradicional en el país, que ha estado relacionada con los ciclos de bonanza y depresión económica del territorio colombiano desde la colonia, los antecedentes normativos más recientes referentes al tema de la explotación de minerales pueden caracterizarse en 3 grandes momentos. El primero, que va desde la segunda mitad del siglo XX, en el que la actividad minera estuvo unida a la explotación de hidrocarburos y en la que desde inicios de los años 70 se desarrolló un modelo de explotación estatal con la ley 20 de 1969. 

El segundo momento inicia en 1988 cuando se expidió el Código de Minas por medio del decreto-ley 2655 de ese año, estableciendo un modelo de explotación mixta (público-privada). Para entonces, la ley 57 de 1987 le había dado facultades extraordinarias al Presidente de la República para que este expidiera por decreto la normatividad que ordenara la actividad de extracción de minerales, para lo cual le dio un plazo de un año. Este Código tenía como propósitos fundamentales los de incentivar la exploración en el territorio, lograr la explotación racional de los recursos mineros en respuesta a la demanda, generar empleo formal, a la vez que promover el desarrollo en las regiones mineras.

Después del nuevo impulso a la actividad, que permitió ajustar los requisitos de ley para desarrollar la minería al contexto de la constitución de 1991, en especial frente a lo contemplado en su artículo 332 frente a la titularidad de la propiedad del subsuelo en el Estado, y de un intento frustrado de reformar el código de minas durante la presidencia de Ernesto Samper debido a la imposibilidad de llegar a acuerdos con las comunidades indígenas, el tercer momento se inició con la expedición, en el gobierno de Andrés Pastrana, del nuevo Código Minero por medio de la ley 685 de 2001.

Esta nueva situación jurídica permitió que, durante la primera década del siglo XXI se produjera un inusitado aumento del número y la extensión de títulos para explotación minera a lo largo del país. En todo caso, y paralelamente, el código recién promulgado empezó a ser, él mismo, objeto de demandas por vías judiciales y de tutela que comenzaron a evidenciar una multiplicidad de conflictos por el derecho a la explotación, pero también por la soberanía y autonomía territoriales. 

En este marco se inscribió la reforma a la Ley 685 de 2001 por medio del Proyecto de Ley 010 de 2007 Senado, 334 de 2008 Cámara, que a la postre se convertiría en la Ley 1382 de 2010. En la exposición de motivos del proyecto se establecieron los propósitos que la orientaban a superar las “deficiencias que deben ser corregidas e identificar la necesidad de fortalecer a la Autoridad Minera en el ejercicio de sus competencias, principalmente de su deber de administrar de manera racional y responsable los recursos mineros de propiedad del Estado”.

El objetivo era modernizar la institucionalidad y volverla competitiva como una reacción a algunos problemas que venían afectando al sector lo que debería superarse logrando una mayor estabilidad jurídica a la vez que incorporando como actores relevantes a los medianos y pequeños mineros. Esta necesidad surgía de un contexto favorable a la explotación y comercialización de minerales especialmente metálicos que para la época contaban con un mercado favorable.

Este intento de reforma, que buscó hacerle frente a problemas del código de minas vigente en cuanto a su relación con la legislación ambiental, la capacidad institucional efectiva para el control de las explotaciones y cierta indefinición frente al ordenamiento territorial, se vio frustrado finalmente mediante sentencia de la Corte Constitucional C-366 de 2011, que declaró inexequible la Ley 1382 de 2010 debido a que el proyecto aprobado adoleció de falta del trámite de consulta previa.

Este impasse ha impactado profundamente en el desarrollo del sector minero. A ello, además, se ha sumado la inseguridad jurídica que han despertado nuevas sentencias de la Corte Constitucional frente a temas tan complejos como la prohibición de minería en páramos, el reclamo por una autonomía territorial en los municipios que respete tanto las vocaciones productivas como los procesos de ordenamiento territorial, o el impacto derivado de la reforma del Sistema General de Regalías, así como un contexto de mercado menos favorable durante la segunda década del siglo XXI.

En consecuencia, la actividad minera en el país se ha convertido en un enorme conflicto político y social que ha visto aparecer en amplias zonas del territorio nacional manifestaciones legitimas de comunidades que se oponen al desarrollo de estas actividades en su territorio, enfrentados a grandes empresas mineras que reclaman sus derechos adquiridos a la explotación y comunidades dedicadas a esta actividad que por su parte ven vulnerados derechos que históricamente asumieron como propios. 

El desorden institucional, la incapacidad del Estado por adaptarse a las nuevas lógicas políticas y sociales, así como el desordenado crecimiento de títulos y solicitudes de títulos ha terminado por generar múltiples obstáculos a la actividad minera. Ello, sumado a la incapacidad de hacerle frente a las expresiones ilegales de extracción de minerales en los diferentes eslabones de la cadena de explotación, producción y comercialización, ha terminado por generar una moratoria de hecho del sector en el país, lo que no ha sido óbice para que la explotación de minerales se expanda, pero por las vías de la ilegalidad.

a) Leyes

Ley 20 de 1969. Esta ley constituyó el origen del Contrato de Asociación en Colombia. Con ello se convirtió en un hito del sector minero y de Hidrocarburos. Con ella se abolió de forma definitiva el principio de accesión, estableciendo al mismo tiempo el principio de propiedad absoluta por parte de la Nación de las minas y yacimientos de hidrocarburos.

Decreto Ley 2655 de 1988. Expedido por orden presidencial, el Código de Minas fue el intento más sistemático, hasta el momento, por resolver el conflicto entre la propiedad pública y privada de los recursos mineros, así como de regular las relaciones entre las entidades del Estado y los particulares. Por primera vez se diferenció la explotación y exploración minera, estableciendo condiciones y requisitos diferenciados de acuerdo al tipo de minería, de acuerdo con su magnitud y grado de tecnificación. Con estos criterios se distinguieron tres clases de minería: pequeña, mediana y gran minería.

Ley 685 de 2001. La Ley buscó facilitar la inversión y explotación extranjera de los recursos mineros de la nación. Para ello contempló el fomento de la exploración técnica y la explotación de los recursos mineros de propiedad estatal y privada, así como el estímulo a estas actividades en orden a satisfacer los requerimientos de la demanda interna y externa.

1382 de 2010. Desde 2007 el gobierno nacional inició el proceso de construcción, con el legislativo, de la propuesta que cristalizó en la Ley 1382 de 2010. Esta reforma, buscaba, entre otras cosas poner al día el sector minero en relación con temas como las competencias territoriales, el ordenamiento territorial, la protección ambiental y el fortalecimiento de la institucionalidad minera. La reforma introdujo cerca de 32 modificaciones a la Ley 685 de 2001.

1892 de 2018.  Por medio de la cual el gobierno colombiano ratificó el Convenio de Minamata, adoptado en Japón el 10 de octubre de 2013. El propósito fundamental de este convenio es hacer parte de los países que se comprometieron a regular la utilización del mercurio, aspecto de enorme importancia debido a que Colombia es el segundo país a nivel mundial que libera mercurio debido a la minería aurífera y el más contaminado por habitante. Su adopción compromete al Estado colombiano en la lucha por reducir el uso del mercurio, a la vez que le brinda herramientas para fortalecer estrategias consistentes para hacerle frente a los considerables efectos ambientales y de salud pública que viene generando el uso del mercurio en el país.

Ley 1930 de 2018. Por medio de la cual se dictan disposiciones para la gestión integral de los páramos en Colombia. La Ley, como corolario de la sentencia C-035 de 2016, establece en su Artículo 5°, dentro del conjunto de prohibiciones la de las actividades de exploración y explotación minera. De igual modo, señala que será el Ministerio de Minas y Energía junto con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y las Autoridades Ambientales Regionales, el que reglamentará los lineamientos para el programa de sustitución que involucra el cierre, desmantelamiento, restauración y reconformación de las áreas intervenidas por las actividades mineras, y diseñará, financiará y ejecutará los programas de reconversión o reubicación laboral de los pequeños mineros tradicionales.

b) Sentencias

1. C-339 de 2002

Esta sentencia surge de la demanda de inconstitucionalidad realizada por un ciudadano sobre diferentes disposiciones del actual Código de Minas vigente en el ordenamiento jurídico colombiano (Ley 685 de 2001). Entre ellos forman parte el artículo tercero, cuarto y el 18, por presuntamente favorecer la aplicación preferente de las normas de minería, sobre las normas de carácter ambiental. Lo que se buscaba era la inconstitucionalidad de los artículos 34, 35 y 36, por permitir explotación de minería en zonas excluidas de minería o restringidas para estas actividades[footnoteRef:1]. [1:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.] 


Es evidente a juicio del demandante, que se debía establecer la inconstitucionalidad de estos artículos, pues existía una “preponderancia desmedida del Código de Minas sobre todas las demás normas, incluyendo la Constitución. Permitiendo así que se desconozcan los preceptos legales sobre protección ambiental”[footnoteRef:2]. De cualquier modo, importa demostrar algunos de los diferentes argumentos utilizados por la Corte Constitucional, los cuales indican la prevalencia de la protección del Medio Ambiente sobre las actividades extractivas de minas e hidrocarburos[footnoteRef:3].  [2:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C- 339/2002. (M.P: Jaime Araujo Rentería: 7 de mayo de 2002).]  [3:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.] 


En primer lugar, esta providencia aclara que el derecho a un medio ambiente sano depende de una construcción conjunta del Estado y de los ciudadanos, lo cual se sustenta en la voluntad del constituyente de 1991 por establecer deberes para los ciudadanos y para el Estado, así como un catálogo de acciones públicas y garantías individuales[footnoteRef:4] que permitieran cumplir con este objetivo en específico[footnoteRef:5]. En cuanto al análisis realizado sobre la actividad minera, el impacto ambiental y la biodiversidad, el fallo dictamina que la conservación de la biodiversidad[footnoteRef:6] es un objetivo esencial para la sociedad, por lo cual debe armonizarse esta finalidad con el crecimiento económico y el desarrollo de la actividad extractiva[footnoteRef:7].  [4:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C- 339/2002. (M.P: Jaime Araujo Rentería: 7 de mayo de 2002).]  [5:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.]  [6:  Ibídem]  [7:  Ibídem] 


De modo similar, la sentencia pone de presente el concepto de desarrollo sostenible[footnoteRef:8] que permite que la protección ambiental nos sea concebida como un obstáculo sino que por el contrario pueda orientar la explotación de minería, con el fin de mantener el desarrollo económico y tecnológico. Para lograr que ambos propósitos sean compatibles, debe existir una evaluación de impacto ambiental[footnoteRef:9], la considerada como una herramienta fundamental para la protección de la diversidad presente allí en donde se ha de realizar la exploración y la explotación de los minerales o hidrocarburos. Esto debido a que dichas actividades conllevan pe se un impacto negativo sobre el medio ambiente[footnoteRef:10].  [8:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-671/2002. (M.P: Jaime Araujo Rentería: 28 de junio de 2001): “satisfaga las necesidades del presente, sin comprometer la capacidad de que las futuras generaciones puedan satisfacer sus propias necesidades”]  [9:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-339/2002. (M.P: Jaime Araujo Rentería: 7 de mayo de 2002): “instrumento administrativo y como instrumento de gestión que permite articular los diversos aspectos ambientales de la actividad minera tales como la mitigación de la contaminación, la protección de especies y la recuperación post-clausura de las explotaciones y exploraciones mineras”.]  [10:  Ibídem.] 


Por Esta razón, la Corte Constitucional en esta Sentencia, exige un estudio de impacto ambiental para aquellos proyectos en los que se requiera la expedición de una licencia ambiental[footnoteRef:11]. Además, este requerimiento se da como consecuencia del mandato constitucional otorgado por el constituyente de 1991 al Estado como controlador de los factores de deterioro ambiental y como planificador del manejo y aprovechamiento de los recursos naturales[footnoteRef:12]. [11:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.]  [12:  Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 80. Julio 7 de 1991 (Colombia).] 


2. C-418 de 2002[footnoteRef:13] [13:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-418-02. (M.P: Juan Manuel Urueta Rojas: 28 de mayo de 2002) “Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 122 (parcial) de la Ley 685 de 2001”.
] 


Esta sentencia responde a la demanda del ciudadano Juan Manuel Ureta Rojas al artículo 122 de la ley 685 de 2001 “por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones”. En ella se solicita la declaratoria de inconstitucionalidad del inciso primero, por considerar que se vulneran los artículos 1, 79 y 330 de la Constitución Política; así como los artículos 6 y 7 del Convenio 169 de la OIT (Aprobada por la ley 21 de 1991).

Según quien demanda, la norma vulnera el derecho de las minorías étnicas a determinar en conjunto con las autoridades competentes, las zonas que deben ser calificadas como mineras en su territorio. Esto, debido a que dispone que el Ministerio de Minas y Energía señalará y delimitará de manera unilateral las áreas mineras dentro de territorio Indígena.

Respecto a la demanda, se concluye que “lo primero que debe advertirse es que el texto de la norma acusada y la parte supuestamente omitida no configuran en sí mismos una disposición que prohíba la consulta o que haga nugatoria la garantía constitucional prevista en favor de las comunidades indígenas. No existe entonces un contenido normativo implícito que pueda ser objeto de reproche mediante el análisis de control constitucional, tal como sucede con las denominadas omisiones legislativas relativas”

También se menciona que “No obstante como una interpretación del conjunto del título XIV de la Ley 685 y del inciso acusado del Artículo 122 en armonía con el inciso segundo de esa misma disposición podría llevar a que se entienda la norma acusada en el sentido de que para los solos efectos de la delimitación y señalamiento de las “zonas mineras indígenas” no sería necesaria la consulta, resulta necesario incorporar a ella los valores constitucionales que configuran la garantía de consulta a los grupos indígenas.”

De esta manera se declara Exequible el inciso primero del Artículo 122 de la Ley 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones” bajo el entendido de que en el procedimiento de señalamiento y delimitación de las zonas mineras indígenas se deberá dar cumplimiento al parágrafo del Artículo 330 de la Constitución y al Artículo 15 del Convenio 169 de la OIT, aprobado por la Ley 21 de 1991.

3. C-891 de 2002

[bookmark: _gjdgxs]Este fallo estudia si la expedición del Código de Minas, viola el derecho fundamental a la consulta previa, a la participación y al debido proceso de comunidades indígenas, en el entendido de que en el proceso de consulta no se llegó a un acuerdo entre las autoridades y las comunidades indígenas.

Así, en primer lugar, la sentencia reitera la jurisprudencia de la Corte, al afirmar que el derecho de participación de la comunidad indígena como derecho fundamental tiene un reforzamiento en el Convenio número 169, aprobado por la Ley 21 de 1991, el cual está destinado a asegurar los derechos de los pueblos indígenas a su territorio y a la protección de sus valores culturales, sociales y económicos, como medio para asegurar su subsistencia como grupos humanos. Por esta razón el Estado tiene la obligación de cumplir con el proceso de consulta previa, en virtud de su obligación internacional y constitucional. Aun así, interpretando el sentido del el Convenio 169, la corte señala que en él corresponde a cada Estado señalar, ya sea en la Constitución y en la ley los mecanismos idóneos para hacer efectiva la participación de las comunidades. 

Igualmente, para la Corte, la consulta previa debe cumplir con los siguientes supuestos: “(i) la participación indígena debe ser real y efectiva en relación con los asuntos que afectan a las comunidades, particularmente respecto de la explotación de recursos naturales yacentes en sus territorios; (ii) los mecanismos de participación no pueden limitarse a cumplir una simple función informativa; y (iii), dichos mecanismos, particularmente el derecho de consulta previa, deben desarrollarse de buena fe, de manera apropiada a las circunstancias y con miras a alcanzar un acuerdo o lograr el consentimiento de las comunidades indígenas acerca de las medidas legislativas propuestas”. 

En cierta medida, para el juez constitucional es claro que, las autoridades públicas deben brindar a las comunidades un momento previo a la radicación del proyecto en el Congreso de la República, para que dichos grupos, no sólo conozcan a fondo el proyecto sino, sobre todo, para que puedan participar activamente e intervenir en su modificación, si es preciso[footnoteRef:14]. [14:  Línea jurisprudencial sobre la consulta previa a comunidades indígenas en Colombia] 


Aun así, la Corte precisa que cuando se ha hecho el proceso de consulta no es menester que se llegue a un acuerdo entre las autoridades y los grupos étnicos. Esto debido a que “el derecho de consulta indígena no es absoluto, pues, si bien la Constitución ordena que se propicie la participación de las respectivas comunidades en los asuntos relacionados con la explotación de recursos naturales en los territorios indígenas, de ninguna manera puede entenderse que deba necesariamente llegarse a un acuerdo como requisito sine qua non para radicar el proyecto de ley. A decir verdad, la irreductible exigencia de un tal acuerdo sólo haría nugatoria la iniciativa legislativa del Ejecutivo en la materia vista”. 

Es por esto que, si bien el Estado está obligado a efectuar una consulta previa que antecede a la radicación del proyecto de ley, que garantice la participación real y efectiva de los grupos étnicos, si no se llega a un acuerdo no puede frenar el proceso legislativo[footnoteRef:15]. [15:  Línea jurisprudencial sobre la consulta previa a comunidades indígenas en Colombia] 


Más aún cuando la Corte manifiesta que, la consulta previa no es el único medio de participación que tienen las comunidades indígenas, puesto que, al ser este el órgano de participación por excelencia, “los pueblos indígenas pueden canalizar sus propuestas a través de los congresistas elegidos”. Igualmente, es preciso recordar que, “por mandato del inciso segundo del artículo 171 de la Constitución, los indígenas tienen dos senadores que participan en la creación de la ley antes de su expedición, haciendo oír su voz”[footnoteRef:16]. [16:  Línea jurisprudencial sobre la consulta previa a comunidades indígenas en Colombia] 


En la sentencia C-891 de 2002 se resolvió la constitucionalidad de algunos de artículos del nuevo código de minas y energía, tras ser demandados por desconocer la consulta previa. Ante el fracaso de las negociaciones entre grupos indígenas y el Estado, la Corte le da mayor prevalencia al Estado, por lo que si las mesas de concertación y el requisito de consulta previa fracasan como mecanismo para llegar a un acuerdo, el Estado se encuentra facultado para tomar la decisión que considere conveniente, siempre y cuando los mecanismos de participación sean razonable y suficientes, y no sólo un simple requisito formal e informativo. De este modo, el fallo más que un quiebre jurisprudencial, debe ser visto como una decisión que matiza la jurisprudencia existente, puesto que en él no se decidió sobre la obligatoriedad de la consulta previa, sino sobre el fracaso del proceso de consulta previa, y la idoneidad del proceso de consulta realizado por el Estado[footnoteRef:17]. [17:  Línea jurisprudencial sobre la consulta previa a comunidades indígenas en Colombia
] 


4. C-443 de 2009

La sentencia C 443 de 2009 recogió el sentido del fallo de la sentencia C 339 de 2002. La Corte Constitucional se pronunció sobre una demanda general de inconstitucionalidad del artículo 34 de la Ley 685 de 2001, o Código de Minas, si bien en aquella oportunidad los cargos examinados se referían a la supuesta inconstitucionalidad de la totalidad del artículo 34, bajo el presupuesto de permitir la exploración y explotación minera en áreas de especial protección por su importancia ecológica y de diversidad ambiental. La decisión de la Corte fue, en esta ocasión encontrar dicho artículo ajustado a la Constitución, al margen de algunos condicionamientos introducidos en dicha decisión, en los que se concluye que opera la cosa juzgada, es decir, algunas cuestiones planteadas en el proceso ya habían sido decididas en fallos anteriores y no podían replantearse. 

En ese fallo, la Corte Constitucional sostuvo que el requisito de la declaratoria y delimitación de las zonas de exclusión de la actividad minera, era una manifestación del desarrollo sostenible y se pronunció sobre el alcance del principio de precaución en cuanto a la aplicación del inciso tercero de esta disposición. En estos aspectos opera, por tanto, el principio de la cosa juzgada constitucional y circunscribe el examen al cargo relacionado con el principio de progresividad de las políticas públicas en materia de protección al derecho al medio ambiente sano. 

Este principio, que está consagrado en el artículo 1.1. del Protocolo de San Salvador, establece la obligación de los Estados Partes de adoptar las medidas necesarias “hasta el máximo de los recursos disponibles y tomando en cuenta su grado de desarrollo, a fin de lograr progresivamente y de conformidad con la legislación interna, la plena efectividad de los derechos que se reconocen en el presente Protocolo”, entre los cuales está el derecho a un medio ambiente sano[footnoteRef:18]. [18:  Disponible en línea, tomado de: http://www.avancejuridico.com/actualidad/ultimoscomunicados/C-443-09(D-7419).html ] 


En opinión de la Sala, este cargo no está llamado a prosperar porque el supuesto retroceso del nivel de protección establecido en el artículo 79 de la Carta, es simplemente otra manera de formular el cargo, consistente en que la disposición acusada transgrede el mismo precepto constitucional por el supuesto incumplimiento de la obligación estatal de salvaguardar las áreas de especial protección ecológica. 

Por el contrario, el juez constitucional precisó que tanto el Código Nacional de Recursos Naturales Renovables y de Protección al Ambiente, en su artículo 210, como la Ley 99 de 1993, cuando establece cuáles son las autoridades competentes para ejercer tal competencia, prevén la sustracción de zonas de reserva forestal para desarrollar actividades económicas por motivos de utilidad pública o de interés social. De igual forma el anterior Código de Minas derogado por la Ley 685 de 2001, establecía en su artículo 9º la exclusión de la minería de las zonas de reserva ecológica, condicionándola a que se adelantaran estudios previos. 

De esta forma, a juicio de la Corte, los enunciados normativos demandados no implican un retroceso respecto de la legislación anterior, sino que simplemente introducen algunas precisiones en el ejercicio de dicha competencia por parte de las autoridades ambientales. Por el contrario, los enunciados normativos demandados cumplen en cierta medida, el principio de progresividad en materia de protección del medio ambiente. En consecuencia, el artículo 34 de la Ley 685 de 2001 fue declarado exequible por el cargo examinado en esta oportunidad[footnoteRef:19]. [19:  Disponible en línea, tomado de: http://www.avancejuridico.com/actualidad/ultimoscomunicados/C-443-09(D-7419).html ] 


5. C-366 de 2011

La sentencia C-366 de 2011 resolvió el problema jurídico de si era o no constitucional la ley 1382 de 2010 que modificaba el Código de Minas, y que fue demandada por cuatro ciudadanos colombianos. La demanda fue interpuesta porque, según los demandantes, la ley en su integridad violaba los artículos 2, 7, 40, 330 de la C.P. colombiana, y en especial el artículo 6 del convenio 169 de la OIT el cual está incorporado en el ordenamiento jurídico colombiano por hacer parte del bloque de constitucionalidad. 

El fundamento de la demanda argumentaba que, dado que es una ley que regula temas que incluyen y afectan los territorios indígenas debió realizarse la consulta previa. Al no realizarse dicha consulta se vulneró un derecho per se, y derivado de este hecho, por conexidad, se habían vulnerado otros derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales de los pueblos indígenas[footnoteRef:20]. [20:  La sentencia C-366 de 2011 y la inconstitucionalidad de la reforma al Código de Minas (Ley 1382 de 2010)] 


Frente al problema jurídico que planteaba el caso la corporación solicitó conceptos a diversas autoridades gubernamentales del nivel ejecutivo, a instituciones académicas, al ministerio público y a organizaciones de la sociedad civil. Mientras la totalidad de las primeras se pronunciaron a favor de la exequibilidad de la norma, las restantes, en su mayoría, mostraron su inclinación a declarar la inexequibilidad.[footnoteRef:21] [21: Comisión Colombiana de Juristas ¿Qué efectos tiene la sentencia C-366 de 2011 que declaró inconstitucional la reforma al Código de Minas?
] 


A partir de esto, la Corte planteó un esquema metodológico, del cual son resaltables tres elementos fundamentales: la definición y alcance de la consulta previa, la naturaleza y las particularidades de la ley, y, la resolución del problema jurídico y la decisión como tal. Siguiendo este esquema, la Corte definió la consulta previa como: “…un derecho fundamental de las comunidades indígenas y afrodescendientes, reconocido y protegido por el ordenamiento constitucional y, en consecuencia, exigible judicialmente. Este derecho está estrechamente relacionado con la salvaguarda de la identidad diferenciada de estas comunidades, presupuesto para el cumplimiento del mandato superior de reconocimiento y protección de la diversidad étnica y cultural de la Nación. La consulta previa, en tal sentido, es un instrumento jurídico imprescindible para evitar la afectación irreversible de las prácticas tradicionales de las comunidades diferenciadas, que constituyen sus modos particulares de sobrevivencia como comunidades diferenciadas.”

Adicionalmente, la Corte señaló que el derecho a la consulta previa se encuentra fundamentado, en el régimen constitucional actual, en “la confluencia del principio democrático, el derecho a la participación y el reconocimiento de la diversidad étnica y cultural de la Nación, y su significación en el constitucionalismo contemporáneo.” Además precisó que dicho derecho hace parte del bloque de constitucionalidad dado que el constituyente secundario aprobó en la ley 21 de 1991 el convenio 169 de la OIT. 

Tras un exhaustivo debate hermenéutico, la corporación llegó a la conclusión de que, aunque la ley en cuestión no derogaba artículos del código de minas relativos a derecho indígena, este si regulaba términos relativos al uso del suelo y del territorio, y como la misma Corte lo ha expresado en varias oportunidades, el territorio configura una parte esencial para la autodeterminación y la identidad de los pueblos.

Así pues, para la Corte: “a. La consulta previa es un derecho de los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendiente que se encuentra garantizado a través de la Constitución Política, el Convenio 169 de la OIT y reiteradas sentencias de la Corte Constitucional. b. El derecho a la consulta previa debe garantizarse en los casos que se vayan a adoptar medidas legislativas de carácter general que afecten especialmente derechos e intereses de pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. c. La reforma al Código de Minas, al tener como objetivo (i) regular el aprovechamiento de recursos mineros de manera competitiva; (ii) facilitar y ampliar la inversión, incluso de origen extranjero, en la actividad minera del país; (iii) formalizar las actividades mineras existentes y tecnificar las modalidades tradicionales y artesanales de explotación; (iv) incidir en el crecimiento económico y la superación de la pobreza; y (v) lograr conciliar la actividad minera con el desarrollo sostenible y la protección del medio ambiente, debió haber sido consultada previamente con los pueblos indígenas y las comunidades afrodescendientes por estar regulando sistemáticamente materias que conforman o tienen la potencialidad de afectar, derechos e intereses de las comunidades étnicas tradicionales. d. Existe un consenso en el derecho internacional de los derechos humanos sobre la incidencia y afectación de la exploración y explotación minera en los territorios indígenas y afrodescendientes. e. Hay normas dentro de la reforma al Código de Minas que buscan precaver los graves efectos ambientales de la actividad minera y preservar ciertas zonas del impacto ambiental”.

En consecuencia la Corte Constitucional, decidió declarar la inconstitucionalidad de la ley 1382 de 2010 (reforma al Código de Minas) al constatar que su trámite no garantizó el derecho fundamental a la consulta previa, el cual debió hacerse efectivo en la medida que se trataba de un asunto que afectaba directamente derechos e intereses de pueblos indígenas y comunidades afrodescendientes. De igual forma, ordenó diferir los efectos de la sentencia con el objetivo de salvaguardar normas que, a su juicio, precaven daños ambientales que podrían derivarse de su inconstitucionalidad inmediata.[footnoteRef:22] [22:  Comisión Colombiana de Juristas ¿Qué efectos tiene la sentencia C-366 de 2011 que declaró inconstitucional la reforma al Código de Minas?] 


Vale la pena resaltar, que la sentencia presentó 2 salvamentos de votos parciales, 1 salvamento de voto y una aclaración de voto. De ellos, los salvamentos de voto parcial y la aclaración de voto hacen referencia a que la declaración de inconstitucionalidad empiece a surtir efectos 2 años después y el salvamento de voto a que la Corte se encontraba inhibida para evaluar el caso[footnoteRef:23]. [23:  Comisión Colombiana de Juristas ¿Qué efectos tiene la sentencia C-366 de 2011 que declaró inconstitucional la reforma al Código de Minas?] 


6. C-367 de 2011[footnoteRef:24] [24:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-367/11. (M.P: JUAN CARLOS HENAO PÉREZ: 11 de mayo de 2011) “Demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 1382 de 2010 modificatoria de la Ley 685 de 2001”.
] 


En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad, el ciudadano Guillermo León Henao Gómez solicitó a la Corte Constitucional declarar la inconstitucionalidad de la Ley 1382 de 2010 modificatoria de la Ley 685 de 2001. Quien demanda considera que la Ley expuesta infringe los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 7°, 9º, 13, 40, numeral segundo; 93; 329, y 330 de la Constitución Política. De igual forma contraría lo preceptuado en los artículos 6, 7º, 13 numeral 1°, y 15 del Convenio 169 de 1989 adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, OIT; Convenio que fue aprobado por Ley 21 de 1991 y que, en concordancia con el artículo 93 de la Constitución Política, forma parte del bloque de constitucionalidad. En este sentido indica que, “la ley 1382 de 2010 debe ser declarada inexequible por la omisión del derecho de consulta en cabeza de las comunidades indígenas”
 
En respuesta a dicha demanda se expone que “Este mismo cargo ya había sido expuesto en la demanda D-8250, resuelta mediante la Sentencia C – 366 de 2011, M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. En dicha Sentencia dispuso la Corte “Declarar INEXEQUIBLE, la Ley 1382 DE 2010 ´Por la cual se modifica la Ley 685 de 2001 Código de Minas”. 
 
Como estos cargos ya habían sido analizados para la misma Ley “que consisten en la omisión de la garantía del derecho de consulta previa de las comunidades indígenas y afrodescendientes”, se remite a lo resuelto en la Sentencia C-366-11 donde se declaró Inexequible la Ley 1382 de 2010 “Por la cual se modifica la Ley 685 de 2001 Código de Minas” y que “difirió los efectos de la inexequibilidad declarada por el término de dos (2) años, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de dicha Sentencia.”

7. T-154 de 2013[footnoteRef:25] [25:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-154-13. Acción de tutela instaurada por Orlando José Morales Ramos, contra la Sociedad Drummond Ltda.
] 


El señor Orlando José Morales promovió acción de tutela en julio 9 de 2009, contra la sociedad Drummond Ltda., aduciendo vulneración de los derechos a la vida, a la salud, a la intimidad, al ambiente sano y de los niños. En la demanda el actor indicó que la finca “Los Cerros” en la que reside con su familia, ubicada en el corregimiento La Loma, municipio El Paso del departamento de Cesar, se encuentra aproximadamente a 300 metros de distancia de la mina de carbón “Pribbenow”, propiedad de la empresa demandada, la cual se explota “indiscriminadamente y sin control ambiental alguno”, ya que los “trabajos de minería se llevan a cabo las 24 horas del día”. 

El demandado señaló verse afectado por la operación de la mina debido al ruido “insoportable”, por el funcionamiento de las máquinas, la existencia de “Polvillo y material particulado” disperso en el aire, producido por la explotación, el cual se posa sobre su casa, implementos de trabajo, animales, alimentos, afluentes de agua, etc. Adicionalmente señaló las afecciones a la salud de quienes allí residen, en especial de menores de edad, quienes presentan “tos, ojos irritados y molestias en sus oídos” y, en algunos casos, fiebre y dificultad para respirar. Finalmente señaló que las dos fuentes de agua que utilizan para consumo y desarrollo de sus actividades diarias, están contaminadas “con cargas de sólidos no determinados que determinan un aspecto, olor y sabor indeseables”, en su sentir, producto de la explotación de la mina.
 
Frente a esto el demandante finalmente solicitó “detener, parar o suspender” la explotación en el sector de la mina “Pribbenow”. Hasta que no se verificara que Los trabajos se realizaran dentro de horas hábiles, “es decir, entre las 7:00 am y 7:00 pm”, acorde con el Decreto 0948 de junio 5 de 1995. Asimismo, el demandante solicitaba que la sociedad demandada cumpliera con la normatividad vigente “en cuanto a las condiciones permisivas de ruido que impidan seguir causando perjuicios a nuestra salud”, y que la autoridad ambiental competente (entonces Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, hoy de Ambiente y Desarrollo Sostenible) adoptara las medidas necesarias para garantizar el derecho a un ambiente sano de todas las personas que residen y adelantan sus actividades vitales y laborales en el sector de la mina.
 
Frente a esta denuncia, la Corte Constitucional pudo verificar que en efecto la empresa accionada operaba las 24 horas diarias. A pesar de ello el hoy Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible señaló en agosto 6 de 2010 que, de conformidad con el Plan de Manejo Ambiental por parte de Drummond Ltd., esta empresa “presentó un cumplimiento en el 83% de sus obligaciones, sin que sea posible establecer una ponderación respecto al peso de cada obligación; correspondiendo el 17% restante a obligaciones que pudieran presentar una deficiencia parcial”.

Teniendo en cuenta estos elementos probatorios, la Sentencia de la Corte decidió revocar la sentencia dictada en septiembre 2 de 2009 por la Sala Civil-Familia-Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Valledupar, dentro de la acción de tutela incoada por José Orlando Morales Ramos. En su lugar, dispuso tutelar los derechos fundamentales a la vida, la salud, la intimidad y el ambiente sano.
 
Además ordenó al Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible analizar a cabalidad y hacer cumplir apropiadamente la preceptiva constitucional colombiana y las recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud (OMS) y de otros organismos internacionales relacionados, frente a los efectos adversos a la salud y, en general, contra el ambiente, que genera la explotación carbonífera a gran escala, implantando y haciendo ejecutar las medidas adecuadas que deban tomarse para erradicar los referidos efectos.
 
Ello incluía la obligación de implantar y funcionar eficientemente, en no más de tres meses dispositivos que permitieran la amortiguación del ruido y la erradicación de las emanaciones de partículas de carbón, en su explotación, almacenamiento y trasporte del mineral, supervisando el pleno cumplimiento de lo determinado por la corporación e imponiendo o haciendo imponer, por el conducto correspondiente, las sanciones a que hubiera lugar. 

De igual modo ordenó a al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, promover un plan de acción con actividades coordinadas de todas las instituciones que integran el Sistema Nacional Ambiental, con el objetivo de erigir una política nacional integral para optimizar y hacer cumplir prioritariamente la prevención y el control contra la contaminación del aire y del agua causada por la explotación y transporte de carbón.
 
Frente a la Drummond, empresa demandada, la Corte Constitucional ordenó la instalación de maquinaria de última generación técnica, al igual que amortiguadores, lavadores, cubiertas y recuperadores de carbón y sus partículas, para contrarrestar el ruido y la dispersión, al igual que incluir en su plan de manejo ambiental la plantación de barreras vivas que coadyuven a erradicar el daño generado por la explotación carbonífera.
 
Por último llamaba al Defensor del Pueblo a procurar la defensa de los derechos tutelados, al igual que al Procurador General de la Nación y a la Contralora General de la República, para que, en el ámbito de sus respectivas funciones, hagan cumplir lo ordenado y, si lo encontraran atinente, iniciaran las investigaciones disciplinarias y fiscales a que hubiere lugar, por las medidas y obras que han debido y deban realizarse y no hubieren sido ejecutadas apropiada y oportunamente en defensa del ambiente y de la salud.

8. C-123 de 2014[footnoteRef:26] [26:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-123/14. (M.P: ALBERTO ROJAS RÍOS: 5 de marzo de 2014).] 


La Sentencia C 123 de 2014 surge de la acción de inconstitucionalidad interpuesta por la ciudadana Zulma Tatiana Blanco Buitrago contra el Artículo 37 de la Ley 685 de 2001 “Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones” y contra el artículo 2º del decreto reglamentario 0934 de 2013. La demandante basaba su acción en 2 razones fundamentales: la primera, la existencia de presunta vulneración del principio de autonomía territorial, y la segunda, la presunta vulneración de los artículos 8, 79, 80 y 82 de la Constitución, los cuales hacen parte de la denominada Constitución Ambiental.

Frente al primer argumento la demandante señaló que “el problema constitucional en el caso sub examine radica en el choque de competencias que se hace evidente entre la autoridad que radica en cabeza de la entidad nacional en este caso ministerio de minas y de medio ambiente –sic- y la soberanía que está determinada y ha sido otorgada por la constitución política a las entidades territoriales y sus respectivas autoridades. (…) No se puede pasar por encima de la competencia que se ha otorgado a los concejos y autoridades de las entidades territoriales más aun cuando está específicamente estipulado en la carta nacional, (art 313.7 art 313.9 CN)”.

Menciona que “el decreto 0934 de 2013 es violatorio de el –sic- principio de descentralización, autonomía de las entidades territoriales, el derecho al goce de un ambiente sano en conexidad con los derechos fundamentales como el derecho a la vida (art. 11), el derecho al trabajo (art. 25), y el derecho a la salud, entre otros”.

De igual modo indica que el artículo 37 de la ley 685 de 2001 extiende la prohibición de participar en este tipo de decisiones al procedimiento de elaboración a los planes de ordenamiento territorial mencionados en el artículo 38 de la propia ley 685 de 2001. Se denuncia que esto infringe el artículo 288 de la Constitución, porque “desconoce in limine los principios de la descentralización administrativa dentro de un Estado social de Derecho, vale decir, donde las competencias de los distintos entes territoriales en un Estado Unitario, son ejercidas bajo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, tal y como lo dispone el artículo 288 constitucional, para armonizar las complejas relaciones en que puede desenvolverse la vida institucional, económica y fiscal, así como la planeación entre la Nación y las entidades territoriales, bajo el entendido que los intereses territoriales son articulables y no enfrentados, como una premisa política en un Estado Unitario”

Frente al segundo argumento la demandante señala que, en el artículo 37 de la ley 685 de 2001 “se está vulnerando palmariamente (…) el derecho a un ambiente sano y el deber de contribuir a su realización”. En ese sentido, agrega que la conservación del medio ambiente es un derecho de rango constitucional que se haya en conexidad con el deber que tiene el Estado de garantizar la vida en condiciones dignas de los habitantes del territorio nacional. También señala la demandante que en la Constitución de 1991 la protección del medio ambiente ocupa un lugar trascendental, tanto que se ha reconocido el carácter ecológico de la Norma suprema y que se trata de un derecho fundamental que afecta, a su vez, la realización de otros derechos fundamentales.
De hecho, la Constitución Política así como la Propia Corte Constitucional han reconocido que los factores de perturbación del medio ambiente pueden causar daños irreparables a los seres humanos. Por esta razón, la jurisprudencia constitucional –entre ellas la sentencia C-339 de 2002-, ha establecido para el Estado los deberes correlativos, en el sentido de proteger su diversidad, salvaguardar su riqueza, conservar las áreas de especial importancia ecológica, planificar su manejo y aprovechamiento, prevenir su deterioro e imponer sanciones y exigir reparación ante los daños causados

Por todas estas razones la demandante señala que “el aprovechamiento de recursos naturales, aunque es permitido, no puede dar lugar a perjuicios intolerables en términos de salubridad individual o social y tampoco puede acarrear un daño o deterioro que atente contra la diversidad y la integridad del ambiente”. Y esta situación implica desprotección para el medio ambiente y el patrimonio cultural de la Nación, por lo que según ella el artículo 37 de la ley 685 de 2001 desconoce los normativos de rango constitucional de los artículos 72, 79 y 80 de la constitución

Ante la argumentación de la demandante, la Corte Constitucional determinó que “si bien la interpretación del artículo 37 del Código de Minas puede sustentarse en el principio constitucional de organización unitaria del Estado –artículo 1 de la Constitución- y los contenidos específicos de los artículos 332 y 334 de la Constitución, que privilegian la posición de la Nación en la determinación de las políticas relativas a la explotación de recursos naturales; también deben tenerse en cuenta otros contenidos constitucionales de igual valía dentro de la organización del Estado, como son los principios de autonomía y descentralización de que gozan las entidades territoriales para la gestión de sus intereses –artículo 287 de la Constitución-, y de coordinación y concurrencia –artículo 288 de la Constitución-, que se deben acatar al hacer el reparto de competencias entre la Nación y, en este caso, los municipios y distritos.”

Por lo anterior, la corporación consideró que el artículo 37 de la ley 685 de 2001 –Código de Minas- está acorde con la Constitución, siempre y cuando en el proceso de autorización para la realización de actividades de exploración y explotación minera –cualquiera sea el nombre que se dé al procedimiento para expedir dicha autorización por parte del Estado- se tengan en cuenta los aspectos de coordinación y concurrencia, los cuales se fundan en el principio constitucional de autonomía territorial. Por esta razón, señaló la Sentencia, el gobierno central deberá dar la oportunidad de participar activa y eficazmente a las entidades municipales o distritales involucradas en dicho proceso, mediante acuerdos sobre la protección de cuencas hídricas y la salubridad de la población, así como, del desarrollo económico, social y cultural de sus comunidades.

9. T-766 de 2015 [footnoteRef:27] [27:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-766/15. (M.P: JGABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO: 16 de diciembre de 2015).] 


La Sentencia T 766 de 2015 fue resultado de una acción de Tutela interpuesta contra el Ministerio de Minas y Energía, la Agencia Nacional de Minería, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio del Interior, “con el propósito de obtener el amparo de los derechos fundamentales de las comunidades indígenas, afrodescendientes y campesinas accionantes a la consulta previa, al territorio, y a la diversidad étnica y cultural, presuntamente vulnerados por los demandados al expedir, sin previamente consultarles, las Resoluciones N.°180241 y 0045 de 2012 por medio de las cuales delimitaron áreas estratégicas mineras sobre su territorio.”

Las demandantes son María Ximena González y Johana Rocha Gómez, integrantes del Centro de Estudios para la Justicia Social Tierra Digna, actuando en nombre y representación legal del Consejo Comunitario Mayor de la Organización Popular Campesina del Alto Atrato, del Consejo Comunitario Mayor de la Asociación Campesina Integral del Atrato, del Consejo Comunitario de la Costa Pacífica Norte “los Delfines”, del Consejo Comunitario General “los Riscales”, del Consejo Comunitario de Vuelta Mansa, del Consejo Comunitario Santo Domingo Boca de Tanando, del Consejo Comunitario de Puerto Echeverry, del Consejo Comunitario de Bellavista-Dubaza, del Consejo Comunitario de Pavasa, del Consejo Comunitario Villamaría de Purricha, del Consejo Comunitario de Piliza, del Consejo Comunitario de San Agustín de Terrón, del Consejo Comunitario de Juradó, del Consejo Comunitario de Cuevita, del Consejo Comunitario de Virudó, del Consejo Comunitario de la Molana y del Foro Inter-étnico Solidaridad Chocó

Los principales argumentos de la demanda fueron que la delimitación de las áreas estratégicas mineras careció de estudios poblacionales y socio-ambientales para considerar el potencial natural de las áreas, así como su actual destinación económica y productiva y su importancia cultural para las comunidades que las habitan o circundan.

Asimismo, refieren que las entidades del Estado no realizaron estudios íntegros del impacto de la delimitación de áreas mineras y por el contrario, dieron irreflexiva prioridad a la actividad minera, considerada como una de las actividades industriales de mayor impacto socio-ambiental.

Las demandantes, de igual forma, señalaron que las Resoluciones N.°180241y 0045 de 2012 y 429 de 2013, expedidas por el Ministerio de Minas y Energía y la autoridad minera, constituyen un paso acelerado en el intento de efectuar un ordenamiento minero del territorio, pues pretenden hacerlo sin adelantar un proceso participativo, abierto a la sociedad, incluyente de aquellas comunidades que verán alterado el destino y la vocación productiva de su tierra y sin los estudios sólidos de naturaleza social y ambiental que permitan hacer una lectura integral del tema. Por dichas irregularidades funcionarios del Ministerio de Ambiente han recomendado elevar la consulta previa a la sociedad civil, entre otras medidas.

Para las personas que demandan las normas, resultan amenazadas las cualidades de diversidad natural y etno-cultural del departamento del Chocó, así como la importancia mundial de su biogeografía y de los sitios declarados como bienes de importancia cultural del patrimonio arqueológico de la Nación. Además advierten que el derecho a la consulta previa es una expresión del derecho de las comunidades étnicas a participar en las decisiones que los afectan, derecho fundamental “en la medida en que constituye un importante medio para garantizar el ejercicio de otros derechos de la misma estirpe”, entre ellos, la integridad cultural, social y económica, la autodeterminación y la supervivencia colectiva.

Para ellas la consulta previa o el consentimiento previo, libre e informado, deben realizarse antes de emprender o autorizar cualquier programa de prospección o explotación de los recursos existentes en tierras habitadas por comunidades étnicas, tal como lo dispone el artículo 15.2 del Convenio 169 de la OIT. De hecho indican que el artículo 13 del Convenio 169 de la OIT prevé que los Estados deberán respetar la importancia especial que para las culturas y valores espirituales de los pueblos interesados reviste su relación con las tierras o territorios que ocupan.

Adicionalmente, afirman que la creación de las áreas estratégicas mineras genera una grave vulneración del derecho fundamental a la alimentación, pues desconoce la obligación del Estado de proteger, especialmente, la producción de alimentos y, por tanto, de priorizar el desarrollo de las actividades que a ello conducen, así como de procurar el acceso a la tierra de los trabajadores rurales de forma que puedan adelantar cabalmente su labor (Constitución Política, artículos 64 y 65).

Por consiguiente, las demandantes exponen que las Resoluciones N.°180241 y 0045 de 2012 son una amenaza para el derecho colectivo al medio ambiente sano por las siguientes razones:

a) Carecen de estudios ambientales previos, en cooperación con los pueblos interesados (conforme a lo dispuesto en el artículo 7.3 del Convenio 169 de la OIT), pese a que la medida puede generar impactos sociales, culturales y ambientales, y supone el impulso de proyectos de infraestructura física y vial, y demás medidas de intervención que acarrean impactos socio-ambientales considerables, cuya previsión y análisis fue ignorado.
 
b) Desconocen los principios de planeación del sector minero y de ordenamiento territorial consagrados en el Artículo 5, numeral 3, de la Ley 99 de 1993 y en el Artículo 240 de la Ley 1450 de 2011. El Gobierno ha dado prioridad a un ordenamiento minero inconsulto, sin estudios consistentes, sin ningún criterio y en franca violación de la ley.
 
c) Vulneran el principio de participación en las decisiones de importancia ambiental. Además, el derecho al medio ambiente supone, entre otros aspectos, que toda explotación y/o aprovechamiento de los recursos naturales sea sostenible, racional y planificado, y que se garantice la conservación, restauración o sustitución de aquellos.

Frente a esta argumentación la Corte Constitucional solicitó “TUTELAR los derechos fundamentales a la consulta previa, al territorio, a la participación ciudadana, a la alimentación, al medio ambiente, al agua y a la cultura de las comunidades y organizaciones demandantes, de acuerdo a los fundamentos de hecho y de derecho enunciados”. De igual forma “solicita que deje sin efectos la aplicación de las Resoluciones 180241 y 0045 de 2012, en tanto su expedición y vigencia comporta la violación objetiva de los derechos fundamentales referidos”.

Esta determinación fue tomada porque la corporación porque consideró que el Ministerio de Minas y Energía y la Agencia Nacional de Minería vulneraron los derechos fundamentales a la consulta previa, al territorio, a la diversidad étnica y a la participación ciudadana de las comunidades demandantes, al expedir las Resoluciones N.°180241 y 0045 de 2012.

10. T 606 de 2015

En diciembre de 2015, la Corte Constitucional resolvió una revisión de acción de tutela interpuesta por un pescador que representaba a la Cooperativa de Pescadores de Barlovento asentados en la Bahía Gayraca dentro de la jurisdicción del Parque Nacional Natural Tayrona (PNNT), quienes demandaban la protección de diferentes derechos fundamentales como el trabajo, mínimo vital y a la dignidad humana, ante la prohibición de la pesca artesanal y decomiso de los elementos para dicha actividad por parte de la Unidad Administrativa Especial del Sistema de Parques Nacionales Naturales de Colombia (UAESPNN)[footnoteRef:28]. [28:  Boletín OICAR No. 4: Conflictos ambientales originados por la Sentencia T-606 de 2015 (caso pescadores artesanales en el Parque Tayrona)
] 


Hay que señalar, en primer término, que la acción de tutela se presentó para cuestionar dos decisiones adoptadas por la Unidad Administrativa del Sistema de Parques Nacionales Naturales: (i) la prohibición de ejercer la pesca artesanal en la playa Bahía Gayraca jurisdicción Parque Natural Tayrona y (ii) la proporcionalidad de la medida adoptada en el auto 009 de 2014, “por el cual se impone una medida preventiva a indeterminados y se adoptan otras determinaciones”.

Sin embargo en este caso, la acción de decomiso cesó, ante lo cual a Corte Constitucional señaló que si interpuesta una acción de tutela, las circunstancias de hecho que generaban la supuesta amenaza o violación de derechos fundamentales del accionante cesaran, desaparecieran o se superaran, no existe un objeto jurídico sobre el cual proveer y, por tanto, la orden que profiera el juez, cuyo objetivo constitucional era la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente vulnerado o amenazado, carecerá de sentido, eficacia e inmediatez cayendo en el vacío, así, al no existir la razón que justifica la acción, ésta se torna improcedente; por tanto, debe ser negada. 

Al respecto la Corte, tras analizar las pruebas señaló que “En efecto, la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente vulnerado o amenazado, lo cual explica la necesidad de un mandato proferido por el juez en sentido positivo o negativo. Ello constituye a la vez el motivo por el cual la persona que se considera afectada acude ante la autoridad judicial, de modo que si la situación de hecho de lo cual esa persona se queja ya ha sido superada en términos tales que la aspiración primordial en qué consiste el derecho alegado está siendo satisfecha, ha desaparecido la vulneración o amenaza y, en consecuencia, la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío. Lo cual implica la desaparición del supuesto básico del cual parte el artículo 86 de la Constitución y hace improcedente la acción de tutela...”.

Teniendo en cuenta lo anterior, se debe precisar que respecto a la proporcionalidad de la medida de decomiso adoptada por el Jefe del Área Protegida del Parque Nacional Natural Tayrona, la Corte entró a analizar si en el caso concreto se presentaba el fenómeno de la carencia actual de objeto por hecho superado. Lo anterior, por cuanto conforme a la información allegada en respuesta del auto de fecha 13 de julio de 2015, la medida de decomiso de instrumentos de pesca ya había cesado.

En este caso la Procuraduría General de la Nación señaló al respecto que “frente a las demás pretensiones, de conformidad con lo expuesto, se deben desechar, bajo la salvedad que la solicitud de ordenar la devolución de la red de pesca decomisada por la unidad administrativa de Parques Naturales se considera un hecho superado, toda vez que dicha autoridad mediante auto no. 592 del 24 de octubre de 2014, ordenó levantar la medida preventiva y en consecuencia, procedió a devolver los objetos de pesca decomisados”. De igual forma la oficina jurídica de Parques Nacionales Naturales de Colombia expresó que mediante auto número 592 del 24 de octubre de 2014 se levantó la medida preventiva de decomiso.

Sin embargo, pese a que los elementos de pesca hubiesen sido devueltos a los accionantes, esto no significa que no se encuentre en peligro la vulneración de los derechos fundamentales de los pescadores. Esto debido a que la prohibición de pesca aún continuaba, sin que la administración diseñara con participación de los pescadores medidas de compensación, para subsistir de forma digna.

A modo de conclusión la Corte mencionó que “es indispensable que en los eventos en los que se tenga que imponer una limitación a esta actividad, la administración compense adecuadamente las afectaciones causadas a las comunidades que laboraban en ese oficio”. Además, afirmó “la necesidad de generar urgentemente acciones de carácter interinstitucional, de acuerdo con las competencias, que atiendan las diferentes situaciones sociales en las que se encuentran las familias de los pescadores, por lo que la Sala de revisión ordenó a las diversas entidades administrativas que implementen medidas encaminadas a mitigar los efectos que genera la prohibición de pesca para los accionantes y demás pescadores artesanales del Parque Tayrona”. 

11. C-035 de 2016

Esta providencia, emitida el 8 de febrero de 2016, surgió por una demanda realizada a los dos últimos planes nacionales de desarrollo, Ley 1450 de 2011 (“Prosperidad para todos”) y ley 1753 de 2015 (“Todos por un nuevo país”)[footnoteRef:29]. Debido a los varios cargos presentados por los demandantes, la Corte Constitucional dividió la sentencia en tres grandes bloques. La primera hizo referencia a la creación y ampliación de las AEM —Áreas de Reserva Estratégicas Mineras—, las cuales fueron tratadas por dos artículos. El 108 de la Ley 1450 de 2011 y por el 20 de la Ley 1753 de 2015. La segunda parte analizó el contenido atinente al desarrollo del Sistema Nacional de Proyectos de Interés Nacional y Estratégico (SINAPINE), o sea los artículos 49, 50, 51 y 52 de la Ley 1753 de 2015 y, por último, la tercera sección analizó la constitucionalidad del parágrafo primero del artículo 173 de la Ley 1753 de 2015, el cual regulaba las actividades extractivas en ecosistemas de páramo[footnoteRef:30]. [29:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.]  [30:  Ley 1753 de 2015. Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo “Todos por un nuevo
país”. DO No. 49.538. Artículo 173] 


Esta disposición del Plan Nacional de Desarrollo (“Todos por un nuevo país”), protegía un régimen de transición que permitía levantar la prohibición de desarrollar proyectos y actividades mineras y de hidrocarburos en ecosistemas de páramo para aquellas actividades extractivas de exploración y de explotación que se fueran a realizar en aquellos lugares que habían sido delimitados como áreas de páramo y que contaran con un contrato de concesión y con una licencia ambiental. A lo anterior se le exigía, dependiendo del tipo de actividad —fuera de hidrocarburos o minera—, que no podía haber prórroga del contrato y que tanto éste, como la licencia ambiental hubiesen sido otorgados con anterioridad a una fecha específica.

En el caso de los hidrocarburos, debían haberse otorgado estos dos instrumentos antes del 16 de junio de 2011, fecha en la que entraba en vigencia la prohibición para esta actividad para las zonas de páramo, acorde al parágrafo segundo del artículo 202 de la Ley 1450 de 2011. Por su parte, con respecto al tema minero, debían haberse otorgado el contrato y la licencia antes del 9 de febrero de 2010, fecha en la que entraba con todo su vigor el Código de Minas —Ley 1382 de 2010 (declarada inexequible por la Corte Constitucional en 2011)[footnoteRef:31]— y su prohibición establecida en su artículo tercero (Zonas excluidas de minería), la que constituía una modificación al artículo 34 de la Ley 685 de 2001[footnoteRef:32]. [31:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-366/2011. (M.P: Luis Vargas Silva: 11 de mayo de 2011)]  [32:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.] 


La segunda situación incluía a aquellas actividades extractivas que tuvieran la debida licencia ambiental con anterioridad a las prohibiciones mencionadas en el párrafo anterior —sin necesidad de contar con la obtención del contrato. Estas debían contar con el control, seguimiento y revisión de las autoridades ambientales, de hidrocarburos y mineras, bajo las directrices del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible. Por último, esta disposición acusada, reglamentaba aquellas situaciones mineras en las que se contaba con la debida licencia ambiental, aunque sin especificación alguna sobre el contrato y que, además, si no era posible “mitigar, corregir o compensar los posibles daños ambientales sobre el ecosistema de páramo”, la minería y su actividad no podrían continuar[footnoteRef:33]. [33:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-035/2016. (M.P: Stella Ortiz Delgado: 8 de febrero de 2016).] 


A partir de lo anterior, los demandantes sugirieron que ese régimen de transición propuesta por los dos planes de desarrollo iba a generar una afectación al medio ambiente, específicamente a los ecosistemas de páramo y a sus fuentes hídricas, que son fundamentales para dotar de este recurso necesario a varias poblaciones del país. Por último, argumentaron que la afectación a estos recursos naturales iba a generar un detrimento al patrimonio público, puesto que se iban a requerir una inversión económica muy alta para recuperar los ecosistemas de páramo. 

Así entonces, la Corte Constitucional procedió a establecer el problema jurídico a resolver:

“¿El Restablecimiento de los fundamentos jurídicos con base en los cuales la Administración otorgó licencias ambientales y/o contratos de concesión, para preservar los derechos adquiridos, justifica constitucionalmente el levantamiento de la prohibición para desarrollar proyectos y actividades mineras y de hidrocarburos en ecosistemas de páramo a sus titulares?”[footnoteRef:34]. [34:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-035/2016. (M.P: Stella Ortiz Delgado: 8 de febrero de 2016).] 


Ante esta pregunta, la Corte Constitucional debió desarrollar y analizar varios puntos. Sin embargo, debe decirse de antemano que con respecto al primer parágrafo del artículo 173 y los incisos que lo componían, el máximo Tribunal Constitucional declaró su inexequibilidad ya que concluyó que la libertad económica y de empresa tenía límites como el bien común, la función social y ecológica, y también debían estar encaminadas a buscar colaborar con el cumplimiento de los deberes del Estado[footnoteRef:35]. [35:  Ibídem.] 


Igualmente, fundamentó esta decisión a partir de conceptos provenientes de providencias anteriores en los que se establecía que era deber del Estado conservar las áreas de especial importancia ecológica[footnoteRef:36]. Adicionalmente, aclaró que era un encargo del mismo, velar por un manejo y un aprovechamiento de los recursos naturales para garantizar el desarrollo sostenible, con la finalidad de prevenir y controlar los factores de deterioro ambiental[footnoteRef:37]. [36:  Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 79. Julio 7 de 1991 (Colombia).]  [37:  Constitución Política de Colombia [Const]. Art. 80. Julio 7 de 1991 (Colombia)] 


Teniendo en cuenta lo anterior, se acreditó que no se podía permitir la continuación de actividades extractivas en los ecosistemas de páramo en ninguna circunstancia, puesto que, además de las razones anteriores, estos eran de especial protección por los servicios ambientales que prestan. En efecto, la Corte señaló que se trataba de ecosistemas capaces de contribuir con la desaceleración del cambio climático, mediante la captura de partículas de carbono y con la prestación de agua para casi el 70% de la población colombiana[footnoteRef:38]. De igual manera, se determinó que estos ecosistemas son vulnerables y no tienen una fácil capacidad de recuperación, por lo que de permitirse actividades extractivas en los mismos, podrían afectarse los servicios ambientales prestados por éstos[footnoteRef:39]. [38:  Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-035/2016. (M.P: Stella Ortiz Delgado: 8 de febrero de 2016).]  [39:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.] 


En síntesis, la sentencia C-035 de 2016, determinó que no había fundamentos jurídicos suficientes para declarar la exequibilidad de este régimen de transición que permitiese preservar los derechos adquiridos que provenían del otorgamiento de licencias ambientales y/o contratos de concesión a cargo de las entidades competentes en esta materia[footnoteRef:40]. [40:  Gutiérrez Soto. la prevalencia por la protección del medio ambiente por sobre los derechos de los particulares en relación con la industria extractiva. 2017.] 


12. C-273 de 2016

Por medio de la sentencia C-273 de 2016, la Corte Constitucional declaró inexequible el artículo 37 del Código de Minas que señalaba que “ninguna autoridad regional, seccional o local podrá establecer zonas del territorio que queden permanente o transitoriamente excluidas de la minería. Esta prohibición comprende los planes de ordenamiento territorial de que trata el siguiente artículo”[footnoteRef:41] [41:  Corte Constitucional de Colombia. Comunicado Corte No. 22 de 25 de mayo de 2016: Inconstitucionalidad del artículo 37 del Código de Minas.] 


Frente a esta norma, que ya había sido demandada con anterioridad, la Corte estableció que no se presentó el fenómeno de la cosa juzgada constitucional frente a la Sentencia C-123 de 2014, toda vez que, por medio de esta, se pronunció en relación con la constitucionalidad del artículo 37 del Código de Minas por cargos distintos a los que se formularon en esta demanda. 

En particular, la Corte debía definir si la prohibición impuesta a las entidades territoriales de establecer zonas excluidas de la actividad minera de manera permanente o transitoria, desconocía la reserva de ley orgánica, tanto por tratarse de la restricción a una competencia de las entidades territoriales —cuya regulación requiere de la expedición de una ley de esa categoría—, como por desconocer lo previsto en la Ley 1454 de 2011, ley orgánica de ordenamiento territorial, que estableció en las entidades territoriales la competencia para regular los usos del suelo, sin hacer ninguna diferenciación respecto de la explotación minera[footnoteRef:42].  [42:  Corte Constitucional de Colombia. Comunicado Corte No. 22 de 25 de mayo de 2016: Inconstitucionalidad del artículo 37 del Código de Minas.] 


Ahora bien, la Corte determinó que efectivamente la prohibición establecida en el artículo 37 del Código de Minas, desconoció la reserva de ley orgánica, por tratarse de una norma contenida en una ley ordinaria, que se refiere a la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales, en este caso, de la reglamentación del uso del suelo. De hecho, les prohibía a las autoridades locales establecer zonas excluidas de la explotación minera, competencia que radica en las autoridades nacionales. De igual forma, restringía la facultad de las asambleas departamentales y concejos municipales y distritales para fijar su plan de ordenamiento territorial[footnoteRef:43]. [43:  Ibidem] 


Cabe destacar que con el artículo 151 de la Constitución Política, el artículo 29 de la Ley Orgánica 1454 de 2011 asigna a los municipios competencia para: a) formular y adoptar los planes de ordenamiento del territorio; b) reglamentar de manera específica los usos del suelo, en las áreas urbanas, de expansión y rurales, de acuerdo con las leyes y c) optimizar los usos de las tierras disponibles y coordinar los planes sectoriales, en armonía con las políticas nacionales y los planes departamentales y metropolitanos, las cuales les atribuye directamente la Constitución en los artículos 311 y 313, numerales 7 y 9. 

En este orden de ideas, la Corte advirtió que en aunque en la sentencia C-123 de 2014, el contenido normativo del artículo 37 demandado haya sido adicionado con una interpretación conforme a la Constitución, específicamente respecto de la participación de las autoridades territoriales en las decisiones relacionadas con la exclusión de zonas de la explotación minera, ello no modifica la facultad de configuración reservada al legislador para distribuir las competencias entre las entidades territoriales mediante una ley orgánica[footnoteRef:44]. [44:  Ibidem] 


De acuerdo con esto, la obligatoria regulación legal de categoría orgánica del recorte de una competencia de las entidades territoriales que se traslada a las autoridades nacionales, determina que el artículo 37 de la Ley 685 de 2001, contenido en una ley ordinaria, deba ser retirado del ordenamiento jurídico por desconocer la reserva de ley orgánica en esta materia, consagrada en los artículos 151 y 288 de la Carta Política[footnoteRef:45].  [45:  Ibidem] 


Para concluir, es importante señalar que en la decisión, cuatro de los Magistrados (Luis Guillermo Guerrero, Alejandro Linares Castillo, Gabriel Eduardo Mendoza y Jorge Ignacio Pretelt), manifestaron su salvamento de voto en relación con la inexequibilidad del artículo demandado. Para ellos el examen de la Corte ha debido tener en cuenta además del texto original del artículo 37 demandado, el contenido normativo que le fue adicionado por medio de la sentencia C-123 de 2014 y los principios constitucionales de coordinación, concurrencia y subsidiariedad que gobiernan la ordenación territorial, desarrollados en la ley orgánica de ordenamiento territorial. 

A su juicio, para el juzgamiento de constitucionalidad era indispensable que la Corte realizará un estudio integral de la disposición, considerándola como un texto complejo integrado no solo por la disposición legal aprobada por el Congreso de la República, sino también por la adición que del mismo hizo la sentencia C-123 de 2014, en ejercicio de su función de guarda de la integridad y supremacía de la Constitución[footnoteRef:46]. [46:  Ibidem] 


13. C-389 de 2016

La Corte Constitucional profirió la sentencia C-389 de 27 de julio de 2016 con ponencia de María Victoria Calle Correa. En esta providencia se realizó el estudio de constitucionalidad de cerca de quince artículos del Código de Minas (Ley 685 del 2001). Allí se declaró la exequibilidad condicionada de: (i) los artículos 16, 53, 270 y 271 del Código de Minas, relacionados con la presentación, validez y requisitos de la propuesta de concesión minera; y (ii) los artículos 122, 124 y 133 del Código de Minas, que se refieren a las zonas mineras indígenas y al derecho de prelación de las comunidades negras e indígenas[footnoteRef:47]. [47:  Corte Constitucional de Colombia. Comunicado Corte No. 31. de Julio 27 y 28 de 2016 en el cual se fijan los principales argumentos de la providencia judicial. ] 


Hay que tener en cuenta que la Corte declaró la constitucionalidad de las normas mencionadas arriba en el numeral (i) bajo la condición de que la autoridad minera debiera verificar los mínimos de idoneidad laboral y ambiental del solicitante antes de entregar un título minero, tomando como base criterios diferenciales entre los distintos tipos de minería y la extensión de los proyectos. De la misma manera, a fin de garantizar la participación libre, previa, representativa, informada y eficaz de los potenciales afectados con el proyecto minero, la Corte Constitucional precisó la necesidad de establecer un procedimiento que asegurara la participación ciudadana antes del otorgamiento del título minero, sin perjuicio de la especial participación de los grupos étnicamente diferenciados a través de la consulta previa. 

Asimismo, la sentencia en cuestión declaró la constitucionalidad condicionada de los artículos 122, 124 y 133 del Código de Minas, y dispuso que el derecho de prelación de las comunidades étnicas o afrodescendientes no constituye justificación alguna para omitir la aplicación del derecho fundamental a la consulta previa cuando: (a) el proyecto minero afecte a comunidades con intensidad tal que conlleve el desplazamiento de una comunidad; (b) el proyecto amenace de extinción física o cultural a dichas comunidades; o (c) porque el proyecto conlleve el uso de materiales peligrosos en las tierras y territorios de dichas comunidades[footnoteRef:48]. [48:  Corte Constitucional de Colombia. Comunicado Corte No. 31. de Julio 27 y 28 de 2016 en el cual se fijan los principales argumentos de la providencia judicial. ] 

 
Recogiendo los elementos más relevantes de dicha sentencia, el fallo tiene dos temas centrales: el primero, es la obligación de generar espacios de participación ciudadana al momento de otorgar los títulos mineros, sin tener en cuenta en los casos que sea necesario desarrollar el proceso de consulta previa a las comunidades indígenas o negras presentes en el lugar. Por el contrario, deberá generar espacios para que la comunidad en general pueda participar en el proceso administrativo. 

El segundo, es el relacionado con la idoneidad ambiental y laboral del solicitante del título minero. Es decir, deberá realizarse un proceso exhaustivo de verificación de las condiciones mínimas para el desarrollo del proyecto por parte del solicitante. En este punto, las autoridades mineras tendrían que realizar un trabajo más riguroso para poder concesionar áreas mineras a las personas idóneas y concluye tajantemente que: "la concesión de títulos mineros tiene fallas de naturaleza estructural” frente a lo que hace un llamado para que, por su complejidad, sean resueltas de manera integral por el Congreso de la República[footnoteRef:49]. [49:  Ibidem] 


14. T-445 de 2016 

La Corte Constitucional mediante Sentencia T 445 de 2016, se debatió la validez de una consulta popular que pretendía prohibir la minería en el municipio de Pijao, Quindío. Esta sentencia expone temas relacionados con la autonomía territorial, la función del ordenamiento territorial, la reglamentación del uso del suelo en cabeza de las autoridades municipales y distritales, la protección de los recursos naturales, la explotación sostenible de los recursos naturales, la participación de las comunidades en las decisiones que puedan afectarlos y la importancia de la consulta popular para ejercer dicha participación[footnoteRef:50]. [50:  Sentencia T- 445 de 2016. La Corte Constitucional se pronuncia nuevamente sobre la minería en Colombia] 


En el marco de esta Sentencia, la Corte estudió el a fondo el tema del ordenamiento territorial y la reglamentación de uso del suelo por parte de las autoridades municipales. Al respecto, indicó que las autoridades locales y nacionales deben actuar bajo los principios de concurrencia, coordinación, y subsidiariedad, lo que presupone que debe garantizarse la participación de todos los niveles de la administración involucrados. 

A partir de allí, la Corte aclara que la planificación del manejo de los recursos naturales le corresponde al “Estado”, entendido éste como una referencia genérica a las autoridades estatales de distintos niveles y no solo a la “Nación”, término que hace referencia únicamente a las autoridades centrales. Además, concluye que el ordenamiento ambiental del territorio les corresponde también a las autoridades locales y no sólo a la “Nación”, pues las competencias para la protección del medio ambiente concurren en cabeza de los diferentes niveles territoriales. 

En este orden de ideas, la Corte procede a analizar el componente ambiental del territorio, haciendo énfasis en que el medio ambiente es un bien jurídico protegido constitucionalmente, que debe ser preservado para satisfacer las necesidades de las generaciones futuras bajo la directriz de desarrollo sostenible del Plan Nacional de Desarrollo (Ley 1753 de 2015). Cabe señalar que la Corte concluye que los impactos de la actividad minera afectan varios aspectos económicos, sociales y ambientales de las regiones, entre los cuales se encuentran: la soberanía alimentaria, el conflicto armado, el desplazamiento, la pobreza y el medio ambiente. 

Resulta oportuno resaltar que la Corte estableció que las autoridades locales se encuentran facultadas para elevar consultas populares cuyo objetivo sea obtener un pronunciamiento vinculante de sus habitantes sobre la realización de actividades mineras en su territorio, aun cuando el resultado de la consulta sea prohibir la minería a través de la reglamentación del uso de suelo. Por su parte, la Corte también analiza la Política Minera Nacional y encuentra que no existe una investigación científica y sociológica elaborada por el Estado que permita determinar los efectos de la minería sobre los recursos naturales, el ecosistema y las poblaciones aledañas a los lugares donde se realizan actividades mineras[footnoteRef:51]. [51:  Sentencia T- 445 de 2016. La Corte Constitucional se pronuncia nuevamente sobre la minería en Colombia] 


Por medio de esta sentencia se ordenó al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, al Ministerio del Interior, a la Unidad de Parques Nacionales Naturales, al Instituto de Investigación de Recursos Biológicos Alexander Von Humboldt y a la Contraloría General de la República conformar una mesa de trabajo interinstitucional, con el objeto de construir una investigación científica y sociológica, en la cual se identifiquen y precisen las conclusiones gubernamentales respecto a los impactos de las actividades mineras en los ecosistemas del territorio colombiano. Esta investigación debe realizarse en un término improrrogable de dos (2) años con reportes trimestrales dirigidos a la Procuraduría y a la Contraloría General de la República[footnoteRef:52]. [52:  Disponible en línea. Tomado de. http://www.minambiente.gov.co/index.php/asuntos-ambientales-sectorial-y-urbana/sostenibilidad-sectores-productivos/mineria/sentencia-t445-de-2016 ] 

 
Por último, y en relación con el caso concreto, la Corte hace un análisis sobre la pregunta elevada por el Alcalde de Pijao y estima que la misma, en efecto, incluyó elementos valorativos que inducían a una determinada respuesta por parte de los votantes, atentando contra su libertad de configuración. Por esta razón, declara que la pregunta es inconstitucional.
 
15. SU 133 de 2017

En la sentencia SU133/17, la Corte se pronuncia sobre el reclamo de 4 pobladores del municipio de Marmato, Caldas, por afectación de sus derechos fundamentales al debido proceso, a la libertad para ejercer su oficio de mineros tradicionales, al trabajo que eligieron y saben hacer, a su mínimo vital, a la participación y a no ser desplazados de su territorio. De igual manera protegió el derecho de los habitantes y mineros tradicionales de Marmato a participar en la definición de los impactos de las cesiones de los derechos de explotación de la parte alta del Cerro El Burro y el derecho de las comunidades indígenas y afrocolombianas del municipio a ser consultadas al respecto[footnoteRef:53].  [53:  Justicia Ambiental. Consulta y consentimiento previo.] 


Según la sentencia, los pobladores reclamaron afectaciones cuando la Compañía Gran Colombia Gold comenzó un proceso de compra y concentración de títulos mineros, ubicados en la parte alta del cerro El Burro, productor de oro, a través de sus filiales, la Compañía Minera de Caldas y Minerales Andinos de Occidente. Dichas minas, que pasaron a manos de las empresas, fueron clausuradas. Los accionantes explicaron que, por cuenta de esa situación, los marmateños se vieron desprovistos “de la posibilidad de realizar el oficio del cual derivaban su sustento, lo que sumió al municipio en una crisis social y económica”. Los actores indicaron que las minas que se ubican en la parte alta del cerro El Burro se han destinado históricamente al ejercicio de la pequeña minería, por parte de los pobladores de Marmato[footnoteRef:54]. [54:  PROSPECTIVA EN JUSTICIA Y DESARROLLO. Consulta previa para ‘comunidades campesinas’ tiene precedente en la Corte] 


En todo caso, de acuerdo con la sentencia, la Corte definió que, en ese “escenario particularísimo”, la autorización de las cesiones cuestionadas en el caso concreto debió someterse a espacios de participación y consulta previa con los habitantes de Marmato, con sus mineros tradicionales y con las comunidades étnicamente diferenciadas que habitan el municipio. La Corte basa su decisión en la protección del derecho fundamental de los habitantes de Marmato y de los mineros tradicionales de ese municipio a participar de las decisiones mediante las cuales se autorizó la cesión de los derechos mineros amparados por el título CHG-081, ubicado en la zona alta del cerro El Burro, a varias compañías que hacen parte del grupo empresarial Gran Colombia Gold. 

Vale la pena resaltar que la corporación anota en la sentencia que la situación de Marmato es tan particular, y su relación con la minería tan intensa, que incluso existen leyes de la república que reparten el recurso minero del cerro, las cuales destinan la parte baja para la explotación a mediana escala y la parte alta para el ejercicio de la pequeña minería[footnoteRef:55]. [55:  PROSPECTIVA EN JUSTICIA Y DESARROLLO. Consulta previa para ‘comunidades campesinas’ tiene precedente en la Corte] 


16. SU 095 de 2018

En la sentencia SU 095/18, la Corte resuelve una Tutela que ataca la decisión judicial del Tribunal Administrativo del Meta, que declaró ajustada a la Carta Política una consulta popular no nacional referida a la posibilidad de que en el municipio de Cumaral (Meta) se desarrollen o no actividades encaminadas a la exploración y explotación de recursos de hidrocarburos.[footnoteRef:56]  [56:  Disponible en línea. Tomado de: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/SU.php] 


A pesar de que hasta el momento solo se conoce el sentido del fallo, advirtiendo que se trata de un proyecto de explotación de hidrocarburos y si bien dicha sentencia hace referencia explícita al caso de Cumaral (Meta), esta establece unas disposiciones aplicables a los mecanismos de participación, las competencias institucionales y la propiedad del subsuelo por parte del Estado, que constituye un antecedente jurisprudencial extrapolable a los proyectos de explotación de recursos naturales no renovables, incluyendo las actividades mineras.

De acuerdo con la relatoría del fallo, la compañía accionante alegó que la providencia del Tribunal Administrativo incurrió en una vía de hecho porque el trámite provino de una solicitud ciudadana que no cumplió lo dispuesto en los artículos 5 a 19 de la Ley 1757 de 2015. Además, alega el accionante, existió una falsa motivación en el decreto que dio apertura al proceso de convocatoria, así como una incongruencia entre las consideraciones y la parte resolutiva del mismo. Por último, señala el demandante, que el fallo del Tribunal no acató el régimen legal y constitucional de competencias que diferencia aquellas del ente territorial y de la nación. 

Frente a esto, la Corte hace referencia al marco constitucional, legal y jurisprudencial respecto de los conceptos de Estado unitario, autonomía territorial, coordinación, concurrencia y regulación del ordenamiento territorial. Así mismo, la parte motiva señala las características de la propiedad del subsuelo y la explotación de recursos naturales no renovables. Finalmente en la sentencia se hace mención a los mecanismos de participación ciudadana, específicamente la consulta popular y los procesos de participación del sector energético. 

Para la Sala Plena, el Tribunal Administrativo del Meta violó el debido proceso por cuanto interpretó de forma aislada las disposiciones constitucionales y desconoció los pronunciamientos de la Corte Constitucional referidos a los límites de las materias a decidir a través del mecanismo de consultas populares. Según la Corte, las decisiones relacionadas con la exploración y explotación de los recursos naturales no renovables del subsuelo, deben ser adoptadas de manera concurrente y coordinada por las autoridades nacionales, con la participación de las autoridades territoriales, mediante los mecanismos establecidos en la ley.

En la sentencia la Corte exhortó al Congreso de la República para que en el menor tiempo defina uno o varios mecanismos de participación ciudadana y uno o varios instrumentos de coordinación y concurrencia nación-territorio, y estableció los siguientes criterios constitucionales para la definición e implementación de los mismos: i) Participación ciudadana y pluralidad; ii) Coordinación y concurrencia nación territorio; iii)Inexistencia de un poder de veto de las entidades territoriales para la exploración y explotación del subsuelo y de recursos naturales no renovables; iv) Diferencialidad/Gradualidad; v) Enfoque Territorial; vi) Legitimidad y Representatividad; vii) Información previa, permanente, transparente, clara y suficiente; viii) Desarrollo sostenible; ix) Diálogo, comunicación y confianza; x) Respeto, protección y garantía de los derechos humanos; xi) Buena Fe; xii) Coordinación y fortalecimiento de la capacidad institucional nacional y territorial y, xiii) Sostenibilidad fiscal.[footnoteRef:57] [57:  Disponible en línea. Tomado de:
http://www.corteconstitucional.gov.co/comunicados/No.%2040%20comunicado%2011%20de%20octubre%20de%202018.pdf] 


En el mismo sentido, la Corte Constitucional ordenó:

(i) a la Agencia Nacional de Hidrocarburos poner en práctica un procedimiento que permita la coordinación y concurrencia con las entidades territoriales para la definición y determinación de áreas para la exploración y explotación de hidrocarburos. 
(ii) al Ministerio de Minas y Energía, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la Agencia Nacional de Minería mantengan y fortalezcan, de acuerdo con los criterios de la providencia, programas y proyectos que fortalezcan el diálogo, la comunicación y la información con las entidades territoriales y sus autoridades locales con el fin de aplicar principios de coordinación y concurrencia e información suficiente y 
(iii) al Ministerio de Minas y Energía, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, a la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales, a la Agencia Nacional de Hidrocarburos y a la Agencia Nacional de Minería, a la Unidad de Planeación Minero Energética y al Servicio Geológico Colombiano, que en la política pública de los sectores de hidrocarburos y de minería, así como en los contratos de concesión robustezcan las estrategias y cláusulas contractuales de participación ciudadana, información, coordinación de acciones sociales y de inversiones sociales con entidades públicas y exijan así a las empresas del sector minero energético que respeten los derechos humanos, realicen acciones de debida diligencia para la gestión de los riesgos ambientales y sociales con ocasión de las operaciones de sus actividades y amplíen espacios de información con los alcaldes de los municipios donde operan.

c) Proyectos de ley

En los últimos ocho años el Congreso de la República ha presentado más de una decena de propuestas que de una manera u otra intentan reformar la legislación existente en materia minera. Entre estos proyectos, tres han abordado el tema de la extracción ilícita de minerales, haciendo énfasis principalmente el aumento de las penas y el reforzamiento del carácter punitivo para enfrentar este problema. Se trata de los proyectos 206 de 2012 Cámara, el N° 111 de 2016 Cámara y el 196 de 2016 Senado.

De igual forma, otro de los intereses del legislativo en los últimos años hace referencia al uso de explosivos en minería. Al respecto se presentó un proyecto en dos legislaturas: el 254 de 2016 Cámara y el 036 de 2016 Senado. Este proyecto buscaba reglamentar el uso de explosivos para la explotación de minas a cielo abierto y canteras cercanas a poblaciones de más de 1000 habitantes. El segundo 

El proyecto 030 de 2012 Cámara, intentó dictar normas tendientes a promover la contratación de mano de obra, bienes y/o servicios en las entidades territoriales productoras por parte de las empresas titulares de contratos de concesión de minas. Otro más, el 231 de 2017 Cámara, buscó reglamentar la venta de esmeraldas. El 099 de 2013 Cámara intentó modificar de forma paralela la ley 10 de 1961, la ley 685 de 2001 y se dictan otras disposiciones, la primera sobre hidrocarburos y la segunda sobre minería.

Finalmente, los proyectos 118 de 2013 Cámara y 092 de 2013 Cámara abordaron aspectos frente a las compensaciones y regalías. El primero establece y distribuye las compensaciones derivadas de la exploración y explotación de hidrocarburos y minera. El segundo modifica el artículo 16 de la ley 141 de 1994, el título xvii de la ley 685 de 2001, en materia de control y seguimiento de la actividad minera en Colombia y los artículos 45 y 77 de la misma norma sobre prorroga de concesiones. 

Como se colige de este pequeño resumen, durante estos años ha existido un interés por parte del legislativo en avanzar hacia modificaciones que permitan resolver algunos dilemas que plantea el desarrollo de la actividad minera en el país y los vacíos institucionales que se presentan en el sector. 

3. Problema que aborda.

El principal propósito del Proyecto de Ley es el de hacerle frente a la urgente necesidad de visibilizar y poner en la agenda pública los obstáculos del sector minero, ya que se han identificado serias falencias en la normatividad vigente para la garantía de los derechos individuales y colectivos, y en el cumplimiento de los principios constitucionales. 

La proliferación de conflictos socioambientales asociados a la minería, que se evidencia en 7 consultas realizadas en 2017 y más de 54 de ellas pendientes de realizarse, muchos de los cuales están ligados a los vacíos existentes en la reglamentación actual, han hecho evidente la necesidad de actualizar el Código de Minas vigente para ajustarlo a la realidad del país y sus regiones. 

El aumento de la movilización social y la proliferación de mecanismos de participación ciudadana para prohibir actividades extractivas, así como en el crecimiento de decisiones judiciales al respecto, llevan a poner en el centro del debate las necesidades de las comunidades, de las entidades territoriales, a la vez que visibilizan la necesidad de la protección del ambiente. Además, las dificultades jurídicas de la industria minera, instan a replantear la importancia del sector para el desarrollo del país, acorde con los requerimientos de sentencias de la Corte Constitucional.

En este sentido, el proyecto recoge seis aspectos generales que tienen que ver con dimensiones problemáticas del vigente Código de Minas: i) los aspectos que tiene que ver con marco legal y jurídico, ii) aquellos que tiene que ver con fortalecimiento de la institucionalidad pública, en especial la del sector minero, iii) los temas de gestión ambiental, iv) los aspectos económicos, v) las relaciones entre institucionalidad, sector minero y comunidades, y vi) los efectos para el desarrollo local.

Esta propuesta de reforma a la Ley 685 de 2001 partió de recomendaciones de expertos, de documentos de política pública, de organismos de control, mandatos de sentencias de las altas cortes, academia y se nutre de discusiones en las regiones mineras y con organizaciones sociales y ambientales, pequeños mineros, gremios mineros, y académicos y que abordan sus principales preocupaciones en temas como:

•	Seguridad jurídica
•	Ordenamiento territorial
•	Participación ciudadana y relación con las comunidades
•	Fortalecimiento institucional y coordinación nación territorio

Para su desarrollo el proyecto aborda aspectos generales del ordenamiento jurídico minero, propuestas que buscan enfrentar la extracción ilícita de minerales, e intentan mejorar la coordinación nación-territorio, así como lograr la armonía sectorial e intersectorial. De igual manera, se presentan en el cuerpo del proyecto propuestas sobre las funciones de planeación, control evaluación y rendición de cuentas, así como de fortalecimiento a la institucionalidad local, la gestión del conocimiento en el sector, y el desarrollo de buenas prácticas basados en altos estándares de gestión minera.

En materia de gestión ambiental, el proyecto propone algunos instrumentos legislativos que permitan la armonización entre el sector minero y el ambiental, y avanza también en propuestas que permiten comenzar a construir un ordenamiento territorial ambiental que preceda las dimensiones estrictamente productivas. 

En materia económica y financiera el proyecto incorpora disposiciones sobre regalías, infraestructura, productividad y encadenamientos productivos. Sin embargo, es en el tema de relaciones entre institucionalidad, sector minero y comunidades, y el desarrollo local donde la propuesta presenta las mayores apuestas, pues trata de resolver complejos aspectos frente a la autonomía territorial y la coordinación, concurrencia y subsidiariedad en las competencias estatales, al tiempo que intenta brindar seguridad jurídica a los diferentes actores que desarrollan actividades mineras.

Creemos que el proyecto puede resultar útil para generar mayor confianza y mejor desempeño del sector minero en el país. Confiamos en que ella sea bien recibida por el Gobierno Nacional y que promueva discusiones que la enriquezcan y que reflejen las necesidades para un desarrollo sostenible del sector en el país. Este proyecto quiere ser un insumo para empezar a resolver los mayores problemas que abordan la industria minera.

Así pues, como Congresistas de la República de diversos partidos políticos interesados en incentivar propuestas que desde el legislativo permitan avanzar en una apuesta por un sector minero que contribuya al desarrollo responsable y sostenible del país, presentamos a su consideración la propuesta de reforma a la Ley 685 de 2001, Código de Minas.

De los Honorables Congresistas,
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